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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  

 
PROYECTO DE LEY No  _______ DE 2021 

 
“Por medio de la cual la Nación se asocia a la celebración de los cien años de la fundación del municipio de 

Trujillo, departamento del Valle del Cauca, y se dictan otras disposiciones”. 
 

 
1. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY 

 
De conformidad con el articulado y la exposición de motivos del proyecto de ley, éste tendrá como objeto rendir 
homenaje al municipio de Trujillo, en el departamento de Valle del Cauca; a sus primeros pobladores y a quienes 
les han dado lustre y brillo en sus años de existencia; así como asociarse, a través de la Nación, en la celebración 
de sus 100 años de fundación, teniendo en cuenta que la fundación del municipio tuvo lugar el 21 de septiembre 
de 1922. El proyecto de ley también busca contribuir al desarrollo municipal, fortaleciendo las condiciones 
estructurales de la localidad. 

 
2. JUSTIFICACIÓN DEL PROYECTO DE LEY 

 
a. Reseña histórica 

 
El municipio de Trujillo, Valle del Cauca, fue fundado en el sitio denominado la Esneda, jurisdicción del Distrito de 
Huasanó, Provincia de Roldanillo, Departamento del Valle del Cauca, el día 21 de septiembre de 1922. En aquella 
ocasión, se convino que el pueblo sería conocido como “La Esneda”. 
 
Posteriormente, mediante Ordenanza 19 del 9 de abril de 1930, la Asamblea Departamental del Valle del Cauca 
creó el municipio de Trujillo “con cabecera en la población del mismo nombre, porque Vernaza en lo sucesivo se 
llamará Trujillo”. 
 
Según el Plan de Desarrollo Comunal y Comunitario, Valle del Cauca: 
 
“El municipio de Trujillo estuvo habitado en sus inicios por indígenas Gorrones que se caracterizaron por asentarse 
al norte del Valle del Cauca. A finales del XIX el territorio fue parte del proceso de colonización antioqueña. La 
proclamación de fundación de Trujillo como municipio se remonta al 21 de septiembre de 1922 y en 1924 se fundó 
con el nombre de Vernaza como homenaje al gobernador del Valle, José Ignacio Vernaza y benefactor de una 
fundación. 
 
Luego, en 1929 se cambia el nombre del municipio por Trujillo en emblema al General y ex Presidente liberal 
Julián Trujillo Largacha, cabe resaltar que la designación fue propuesta por Ernesto Pedraza, quien más tarde 
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llegó a convertirse en Alcalde Municipal. Oficialmente Trujillo adquiere la jurisdicción municipal por la ordenanza 
número 19 de 1930. Antes de su fundación hizo parte de la provincia de Roldanillo y en 1932 perdió su carácter 
de Municipio para convertirse en corregimiento de Tuluá sin embargo la gestión del habitante logró restablecer su 
categoría el mismo año. 
 
Después de la fundación y hasta el 9 de abril de 1948, el municipio adquirió un perfil y posicionamiento político 
que permitió representar un rol muy importante en los quehaceres del departamento. Para algunos analistas, la 
importancia de Trujillo no era tanto por los aportes a la política como lo era a la economía regional. El mando del 
municipio estuvo a cargo de líderes liberales que contrastaba profundamente con las tradiciones conservadoras 
antioqueñas”. 
 
La información que de aquí en adelante se suministra corresponde a información suministrada en el Plan 
de Desarrollo Comunal y Comunitario Trujillo, Valle del Cauca1 
 

b. Límites geográficos 
 
Mediante Ordenanza 19 del 9 de abril de 1930, la Asamblea Departamental del Valle del Cauca: 
 
Por el norte el actual lindero del Municipio de Bolívar; por el este, el Río Cauca desde el paso de Cara manta, 
aguas arriba hasta el paso del Madrigal, de aquí una línea recta hasta la desembocadura de la quebrada del Zorro, 
en el río Cuancua; luego por la misma quebrada aguas arriba hasta su nacimiento, de allí una línea recta que 
pasando por el Alto de Melania vaya a terminar en la Quebrada de las Minas y de ésta aguas abajo hasta su 
confluencia con el río Riofrío y de éste aguas arriba hasta su confluencia con la Quebrada de La Sonadora. Por 
el sur desde la desembocadura de La Sonadora, aguas arriba hasta su nacimiento y de allí una línea imaginaria, 
hasta la cordillera alta, de modo que la región de Pensilvania, con su caserío, quede incorporada al Municipio que 
se crea. Por el occidente la cordillera que divide las vertientes, desde el punto de intersección con la línea oriente 
occidente antes dicha, hasta el punto de intersección con el lindero del Municipio de Bolívar. 
 

c. División político-administrativa 
 
El municipio de Trujillo está constituido en la zona urbana por 18 barrios y en la zona rural por 4 corregimientos y 
34 veredas, 2 resguardos y 2 asentamientos indígenas. 
 
Zona urbana:  
 
Barrios: Pueblo Nuevo, La María, El Jardín, San Jorge, El Centro, La Cuchilla, El Planchón, La Plazuela, La Ermita, 
El Pedrero, Urbanización la Paz, Urbanización José Noel Giraldo, Urbanización la Gruta, Urbanización la 
Inmaculada 1 y 2, Urbanización Club de Leones, La Cumbre, El Porvenir, y El Mirado, el Refugio y las Colinas. 
                                                
1 https://www.valledelcauca.gov.co/loader.php?lServicio=Tools2&lTipo=viewpdf&id=31744  
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Zona rural:  
 

MUNICIPIO DE TRUJILLO 
Corregimientos Veredas 

Robledo El Indio 
La Herradura 

Huasanó Cascajal 
Hato Viejo 

Venecia La Débora 
Maracaibo 

La Diamantina 
Los Cristales 
Alto Cristales 

Andinápolis La Sonadora 
Melenas 
Arauca 

Alto Mira 
Cerro Azul El Chocho 

La Bohemia 
La Siria 

La Soledad 
Cristales El Muñeco 

Los Chacales 
Magungo 

Dos Quebradas Cedrales 
El Oso 

La Floresta 
La Luisa 

La Marina 
Tres Esquinas 
Tres Celdas 

Culebras 
El Tabor Alto Cáceres 

Baja Cristalina 
Bajo Cáceres 

El Tanjer 
Los Ranchos 

Palermo 
Puente Blanco 

La Marina  

La Sonora La Betulia 
Riochiquita 

Tabla 1. Caracterización político-administratativa del municipio de Trujillo. Fuente: Gobernación del Valle del 
Cauca. 

Nota: En la zona limítrofe con Bolívar se encuentran los corregimientos Cerro Azul (veredas: San Isidro y La 
Soledad) y Dosquebradas (veredas: Cristales, Riochiquito, La Betulia, Los Lirios y Morabito) los cuales mantienen 
interacción con ambos municipios; situación que según la ley 1454 de 2011, artículo 8° le corresponde resolver a 
la Comisión Departamental de Ordenamiento Territorial, o que, según la misma ley podrá ser manejada mediante 
un esquema de asociatividad entre dichos municipios. 

d. Características geográficas, climáticas y naturales 
 

Ubicación 
geográfica 

 El municipio se encuentra en el centro del Valle del Cauca, en la margen occidental del 
río Cauca y sobre la vertiente oriental de la cordillera Occidental y en el plano del valle 
geográfico del Cauca. Su área disfruta de una estrecha zona plana al margen occidental 
del río Cauca y de una extensa zona montañosa que va desde los 1000 hasta más de 
los 3000 m.s.n.m. El territorio cuenta con la presencia de múltiples ríos y quebradas que 
en su mayoría desembocan en el río Cáceres y, por consiguiente, en el río Cauca. Los 
ríos Culebras, Cuancua, Cáceres y Blanco son los más conocidos en la región. Cabe 
aclarar que Trujillo es un gran potencial como productor de agua 

Temperatura: 21 grados centígrados en promedio. 

Extensión: 232 Km2.   

Altitud de la 
cabecera 
municipal 

900-3200 metros sobre el nivel del mar. 

Clasificación del 
municipio 

Con relación a la Ley 617 del 2000, se encuentra clasificado en Sexta Categoría. 

Tabla 2. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca. 
 

Institución Número de sedes Cantidad estudiantes Cantidad docentes 
Institución Educativa 

Julián Trujillo 
7 979 43 

Institución Educativa 
Antonio José de Sucre 

5 328 17 

Institución educativa 
Cristóbal Colon 

6 363 18 

Institución Educativa 
San Isidro 

12  14 

Institución Educativa 
Sagrado Corazón de 

Jesús 

1  22 

Institución Educativa 
Manuel María Mallarino 

12 834 33 

Tabla 3. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca. 
e. Población 

Según proyecciones de población de 2018 del DANE, el municipio cuenta con 17.919 personas.  

De acuerdo con las proyecciones de población del censo realizado en 2005, el municipio de Trujillo tiene una 
tendencia a la baja en cuanto a su crecimiento demográfico: de 18.676 habitantes que se censaron en 2005, en 
2019 la población se ubica en 17859 habitantes. 
 
Para el 2019, la población del municipio se dividía en 9.390 hombres, que representan el 52,6% del total, y 8.469 
mujeres, que representan el 47,4%. 

 
Gráfica 1. Evaluación de la población del municipio. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en 

proyecciones de población DANE. 

 
Gráfica 2. Pirámide poblacional por curso de vida. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en 

proyecciones de población DANE. 
 

Curso de vida Hombre Mujeres 
Primera infancia 989 924 

Infancia 941 868 
Adolescencia 898 819 

Juventud 1476 1351 
Adultez 3414 3079 

Adultez mayor 1672 1428 
Total 9390 8469 

Cuadro 2. Distribución de la población por curso de vida. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca. 
 

De acuerdo con información de Registro para la Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad, 
RLCPD, el municipio de Trujillo cuenta actualmente con 944 personas. De estas, 216 se encuentran en la zona 
rural (22,88 %), 143 en centros poblados (15,15 %) y 585 en la zona urbana (61,97 %). Del total de personas 
registradas, el 45% son mujeres y el 55% hombres. 

 
Gráfica 2. Personas con discapacidad por sexo. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en 

proyecciones de población DANE. 
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f. Salud 

 
De acuerdo a información del Ministerio de Salud y Protección Social del año 2017, 88,05% de los habitantes se 
encuentran afiliados al régimen subsidiado; el 11,05% al régimen contributivo y el 0,9% a regímenes especiales. 
 
En comparación con el panorama nacional y el departamental, la cobertura del régimen subsidiado, que es el 
prevalente en el municipio, se ubica por encima del valor de los indicadores para Colombia y para el Valle del 
Cauca con una cobertura de 98,7%. 
 
Actualmente el municipio cuenta con un hospital de primer nivel o de baja complejidad que es el encargado de 
prestar el servicio para la zona urbana y rural. La institución ofrece actualmente los siguientes servicios: 
 

● En el Municipio el Hospital Santa Cruz y centros de atención médica en la zona rural. 
● Aproximadamente 12.710 habitantes pertenecen a el nivel I del SISBEN lo que les facilita en cierta 

medida el acceso a la atención médica gratuita. 
● Aproximadamente 7.701, en el nivel II del SISBEN y 788 en el nivel III del SISBEN, 29 personas en el 

nivel IIII del SISBEN. 
● En la zona rural Actualmente la E.S.E Hospital Local Santa Cruz presta sus servicios extramurales en 10 

puestos de salud que son los encargados de brindar un primer acceso a los servicios para los habitantes 
de los corregimientos de Venecia, Andinápolis, Huasanó y Robledo, así como en las veredas El Tabor - 
Puente Blanco, La Sonora, La Marina, Cristales y, en Cerro Azul, Dosquebradas y San Isidro en la zona 
limítrofe con el municipio de Bolívar. 

 
g. Educación 

 
La tasa de educación básica primaria ha tenido un comportamiento que tiende a la baja en el municipio, lo que 
podría significar reducción en cobertura educativa. 
 

Indicador Entidad 
territorial 

2013 2014 2015 2016 2017 

Tasa bruta 
de 
cobertura 
en 
educación 
secundaria 

Trujillo 
 

104,14 105,22 101,22 127, 06 121, 58 

Colombia 102,32 101,36 100,82 100,38 100,55 

Tasa neta 
de 
cobertura 

Trujillo 69,07 70,88 71,19 76,28 75,72 
Colombia 72,14 71,87 71,13 71,02 71,66 

 
en 
educación 
secundaria 
 

Cuadro 3. Tasas de cobertura Educación secundaria. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca. 
 

 
Gráfica 3. Tasas de cobertura en educación básica secundaria. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con 

base en información del Ministerio de Educación Nacional. 
 

Para el caso de la educación secundaria, tanto la cobertura bruta como la neta son más altas que el promedio 
nacional lo que es buena señal en materia de cobertura. Adicionalmente, ambos indicadores han tenido una 
tendencia al alza pasando de 104,14 % a 121,58 % entre 2013 y 2017 para el caso de la cobertura bruta y 69,07 
% a 75,72 % para la cobertura neta. 
 

Indicador Entidad 
territorial 

2013 2014 2015 2016 2017 

Tasa bruta 
de 
cobertura 
en 
educación 
secundaria 

Trujillo 
 

104,14 105,22 101,22 127,06 121,58 

Colombia 102,32 101,36 100,82 100,38 100,55 

Tasa neta 
de 
cobertura 

Trujillo 69,07 70,88 71,19 76,28  
Colombia 72,14 71,87 71,13 71,02 71,66 

 
en 
educación 
secundaria 
 

Cuadro 4. Tasas de cobertura Educación secundaria. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca. 

 
Gráfica 4. Tasas de cobertura en educación. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en información 

del Ministerio de Educación Nacional. 
 
Para el año 2017, el municipio tuvo una cobertura bruta 100, 54 %, mientras que en Colombia fue de 80,1 %; en 
relación a la cobertura neta, el valor fue de 52,06 % para el municipio y 42,79 % para el territorio nacional. 
 
En cuanto a infraestructura educativa, el municipio cuenta actualmente con 7 instituciones educativas de 
educación básica y secundaria, las cuales tienen a su vez diversas sedes ubicadas tanto en la zona urbana, como 
en la zona rural del municipio. 
 

Institución Número de sedes Cantidad estudiantes Cantidad docentes 
Institución educativa 
Julián Trujillo 

7 979 43 

Institución educativa 
Antonio José de Sucre 

5 328 17 

Institución educativa 
Cristóbal Colon 

6 363 18 

Institución educativa 
San Isidro 

12 245 14 

 
Institución educativa 
Sagrado Corazón de 
Jesús 

1 600 22 

Institución educativa 
Manuel María Mallarino 

12 834 33 

  
 
Educación superior: cada año aproximadamente se gradúan de bachillerato un promedio de 100 estudiantes. 
Los jóvenes que desean acceder a la educación superior deben trasladarse hasta otros municipios cercanos o 
seguir sus estudios en instituciones como; la sede universitaria de la Universidad de Santa Rosa de Cabal 
UNISARC el INTEC (Instituto Técnico Educando a Colombia) y el SENA. 

 
h. Economía 

 
El municipio cuenta con una economía, principalmente, agrícola y pecuaria donde el principal producto es el café, 
el plátano, frutas y el ganado vacuno; en donde se emplea la mayoría de población. Posee algunos 
establecimientos comerciales y de servicios. Este municipio tiene un potencial económico en sus recursos 
naturales, siendo potencial natural para cultivos de caña de azúcar en la zona baja y de caña panelera en la zona 
alta. 
 
Para medir la vocación agrícola del municipio se toman como referencias dos tipos de cultivos: los transitorios y 
permanentes. Los primeros son cultivos de productos agrícolas que tienen un ciclo de crecimiento menor a un 
año y una vez terminada la cosecha deben volverse a sembrar para seguir produciendo. El arroz, la papa y el 
maíz son algunos ejemplos de cultivos transitorios. Los permanentes, por otro lado, son cultivos que tienen un 
prolongado periodo de producción y permite cosechas durante varios años sin necesidad de que se vuelva a 
plantar. Cacao, café y palma africana son algunos ejemplos. 
 
Para efectos de este plan y con el fin de descubrir la vocación agrícola del municipio se empleará como indicador 
el total de producción por cada tipo de cultivos medido en Toneladas para el año 2017. 
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Gráfica 5. Principales cultivos transitorios según producción (Toneladas – Tn). Fuente: Gobernación del Valle 

del Cauca con base en información del Ministerio de Agricultura. 
 

Como los tres principales cultivos de este tipo para el municipio destacan la producción de maíz con más de tres 
cuartas partes de la producción total, seguido del tomate con un 15,42 % y por último el melón con 3,61 %. 
 

 
Gráfica 6. Principales cultivos permanentes según producción (Toneladas – Tn). Fuente: Gobernación del Valle 

del Cauca con base en información del Ministerio de Agricultura. 
 

Entre los principales cultivos permanentes destacan el plátano con más de la mitad de la producción (67,4 %); 
seguidamente el banano y el café se destacan también como algunos de los principales cultivos, 15,02 % y 7,83 
% respectivamente. 
 
Adicionalmente, el municipio cuenta con una venta estratégica que puede potenciar el turismo como motor de la 
economía, fue declarado Paisaje Cultural Cafetero, PCC. Esta medida compromete al Estado colombiano a 
proteger y cuidar este ecosistema compuesto no solo por la vocación agrícola del cultivo del café, sino también 
por una construcción social, histórica y cultural alrededor de este. 

 
El PCC se conforma por municipios de los departamentos de Caldas, Risaralda, Quindío y Valle del Cauca, lo que 
la convierte en una potencialidad para desarrollar una economía ecoturística. “La economía y la cultura de esta 
región han girado alrededor del café desde hace más de un siglo, es decir, solo unas décadas después de haber 
sido poblada por los colonizadores antioqueños, que empezaron la ocupación del territorio en el siglo XIX. 
Procesos como la siembra de los primeros cafetales, pasando por la construcción de las viviendas rurales y de 
infraestructura para el transporte, procesamiento y comercialización del café, y la posterior transformación de las 
técnicas de producción, han otorgado una dinámica excepcional a este paisaje” (Recuperado de: 
http://paisajeculturalcafetero.org.co/contenido/descripcion). 
 

i. Cultura, Recreación y Deporte 
 
En este apartado la información recabada debe dar evidencia de los diferentes escenarios para el desarrollo de 
actividades culturales, recreativas y deportivas. Adicionalmente, se debe mostrar los diferentes grupos de 
ciudadanos que realizan actividades relacionadas. 
 

No Nombre escenario Tipo Vocación Lugar 
1 Polideportivo Deportivo Cancha de voleibol, 

baloncesto y 
microfútbol 

Corregimiento 
Andinápolis 

2 Corregimiento 
Andinápolis 

Deportivo o Cancha de fútbol Corregimiento 
Andinápolis 

3 Polideportivo Deportivo Cancha de fútbol Corregimiento 
Venecia 

4 Cancha múltiple Deportivo Microfútbol y 
baloncesto 

Vereda La Sonora 

5 Cancha múltiple Deportivo Microfútbol y 
baloncesto 

Vereda Puente 
Blanco 

6 Coliseo municipal Deportivo Todos los deportes Zona urbana 
Trujillo 

7 Estadio municipal Deportivo Cancha de fútbol Zona urbana 
Trujillo 

8 Cancha de fútbol Deportivo Cancha de fútbol Corregimiento de 
Huasanó 

9 Cancha múltiple Deportivo Cancha de voleibol, 
baloncesto y 
microfútbol 

Corregimiento de 
Robledo 

10 Parque recreacional Recreativo Canchas múltiples, 
piscinas, juegos 
infantiles, zonas 
verdes 

Corregimiento de 
Andinápolis 

11 Parque biosaludable Recreativo Máquinas para 
realizar ejercicios 

Corregimiento de 
Venecia 

12 Parque recreacional Recreativo Canchas múltiples, 
piscinas, juegos 
infantiles, zonas 
verdes 

Zona urbana 

13 Teatro general 
Santander 

Cultural Escenario para todo 
tipo de presentación 
cultural 

Zona urbana 

14 Fundación Casa de 
la cultura 

Cultural Escenario para 
prácticas culturales 

Zona urbana 

15 8 Plazoleta parque 
principal 

Cultural Escenario para 
cualquier tipo de 
presentación, sea 
de nivel cultural, 
deportiva y demás. 

Zona urbana 

 
j. Vivienda 

 
De acuerdo con la información del Institución Geográfico Agustín Codazzi, IGAC, en el municipio existen un total 
de 5.700 predios al año 2017. De estos, el 41% son del área rural y están avaluados en más de 56 mil millones 
de pesos; el 59% son del área rural y su avalúo se calcula en más de 72 mil millones de pesos. Sin embargo, la 
información se encuentra desactualizada. 
 

● Tipo de vivienda, el 93,8% de las viviendas de Trujillo son casas. 
● El 5,7% de los hogares de Trujillo tienen actividad económica en sus viviendas. 
● El número de personas por hogar en Trujillo es de 3,8. 
● Aproximadamente el 68,3% de los hogares de Trujillo tiene 4 o menos personas. 

 
k. Ambiente 

 
El 3,57% del área del municipio de Trujillo son ecosistemas estratégicos. Entre estos, destacan los humedales 
que, de acuerdo al artículo 1° de la convención sobre los derechos de los humedales son “las extensiones de 
marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de aguas, sean éstas de régimen natural o artificial, 
permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de 
agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros”. 
 
El municipio cuenta también con 416 Hectáreas de páramos, estos ecosistemas se encuentran ubicados a más 
de 3.200 metros sobre el nivel del mar y coronan las cadenas montañosas andinas que cursan el país. El páramo 

es una unidad ecológica de gran importancia para la regulación del agua ya que es capaz de retener en sus suelos 
hidromórficos grandes volúmenes de agua y controlar su flujo a través de las cuencas hidrográficas. 
 
Las áreas de bosque seco representan el 1,59% del total del área del municipio. Este tipo de ecosistemas son los 
más amenazados en el país ya que sus tierras son altamente fértiles y se emplean para la producción agrícola, 
adicionalmente, tienen una flora y fauna única que no sean en ningún otro escenario. 

 

 
Gráfica 7. Eventos de desastres. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en información del DNP – 

Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastre. 
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Otro aspecto que permite ver el componente medio ambiental son los eventos de desastres registrados en la 
última década. Las inundaciones son los acontecimientos que más frecuencia reportan con un 61,36 %; en 
segundo lugar, se encuentran los movimientos en masa o derrumbes con 22,73 %; en tercer lugar, los incendios 
forestales con 11,36 %. 
 

l. Servicios públicos 
Servicio de Acueducto: El servicio de acueducto en la zona urbana es prestado por la empresa ACUAVALLE en 
condiciones aptas para el consumo humano y bajo los estándares de calidad de agua estipulados en la normativa 
colombiana. En la zona rural del municipio, el servicio de abastecimiento de agua para el consumo humano lo 
prestan organizaciones comunitarias gestoras del agua (asociaciones o juntas administradoras) a través de 
acueductos rurales. 
 
Para medir la cobertura de los servicios públicos domiciliarios tales como acueducto, alcantarillado y energía 
eléctrica, el país cuenta con la plataforma SUI (Sistema Único de Información de Servicios Públicos Domiciliarios). 
Dicha herramienta recoge, almacena, procesa y publica información reportada por parte de las empresas 
prestadoras y entidades territoriales. 
 

 
Gráfica 8. Cobertura de acueducto (REC). Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en información 

del DNP. 

La información presentada la calcula la superintendencia de servicios públicos domiciliarios a través del Reporte 
de Estratificación y Cobertura, REC, que diligencian los municipios de Colombia. Dicho reporte es un formato que 
debe contener la información de los estratos que tienen los predios en el municipio. 
Como se observa en el gráfico precedente, la cobertura de alcantarillado en el municipio de Trujillo está por debajo 
de la media departamental y nacional. Tan solo el 63% de los predios cuenta con servicio de acueducto. 

 

 
Gráfica 9. Cobertura de alcantarillado. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en información del 

DNP. 
 
El servicio de alcantarillado en el municipio tiene aún una cobertura menor al que tiene el acueducto. Tan solo el 
57,1% de los predios municipales cuentan con el servicio lo que obliga a la población a emplear métodos 
alternativos para el tratamiento de las aguas residuales. 

 

 
Gráfica 10. Cobertura de energía eléctrica rural. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca con base en UPME. 

 
Los indicadores de cobertura de energía eléctrica son más positivos que para los servicios de acueducto y 
alcantarillado. El indicador para el municipio está cercano a la media departamental y nacional ubicándose en 
83,4%. 

 
3. MARCO CONSTITUCIONAL, JURISPRUDENCIAL Y LEGAL 

 
La iniciativa cumple con lo estipulado en la Constitución Política de Colombia, en especial con lo establecido en 
el artículo 154, que no incluye esta clase de proyectos en la cláusula de competencias exclusiva del Gobierno 
nacional. La mencionada norma también es recogida en el artículo 142 de la Ley 5ª de 1992. 
 
Adicionalmente, la Corte Constitucional también se ha pronunciado en diferentes ocasiones frente a la legitimidad 
de presentar proyectos de ley con origen parlamentario de celebración de aniversarios, conmemoración de fechas 
o eventos especiales de importancia nacional, declaración de bienes materiales o inmateriales como patrimonio 
cultural, histórico, arquitectónico. 
 
Frente al particular, es menester resaltar lo dispuesto en la sentencia C-411 de 2009, mediante la cual la Corte 
Constitucional señaló que el Congreso está facultado para presentar proyectos que comporten gasto público, pero 
la inclusión de las partidas presupuestales en el presupuesto de gastos es facultad exclusiva del Gobierno. 
 
También ha indicado que el legislador puede autorizar al Gobierno nacional para realizar obras en las entidades 
territoriales, siempre y cuando en las normas se establezca que el desembolso procede a través del sistema de 
cofinanciación. 

 
El proyecto de ley no conlleva un impacto fiscal debido a que en el articulado no se ordena gasto público, 
cumpliendo con lo estipulado en la Ley 819 de 2003. El proyecto menciona expresamente que se autoriza al 
Gobierno nacional para que incluya en el Presupuesto General de la Nación las partidas presupuestales 
necesarias para incurrir en la finalidad de algunas de las siguientes obras y dotaciones de utilidad pública y de 
interés social para el municipio. 
En lo que tiene que ver con el gasto público, no sobra decir de nuevo que el proyecto de ley obedece a los 
considerandos de la honorable Corte Constitucional, que en sentencia constitucional C-866 de 2010 establece las 
siguientes sub-reglas sobre el análisis del impacto fiscal de las normas: 
 
“… es posible deducir las siguientes subreglas sobre el alcance del artículo 7º de la Ley 819 de 2003: 
 

i) Las obligaciones previstas en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 constituyen un parámetro de 
racionalidad legislativa, que cumple fines constitucionalmente relevantes como el orden de las finanzas 
públicas y la estabilidad macroeconómica; 
 
ii) El cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 7º de la Ley 819 de 2003 corresponde al Congreso, pero 
principalmente al Ministro de Hacienda y Crédito Público, en tanto que ‘es el que cuenta con los datos, los 
equipos de funcionarios y la experticia en materia económica. Por lo tanto, en el caso de que los congresistas 
tramiten un proyecto incorporando estimativos erróneos sobre el impacto fiscal, sobre la manera de atender 
esos nuevos gastos o sobre la compatibilidad del proyecto con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, le 
corresponde al Ministro de Hacienda intervenir en el proceso legislativo para ilustrar al Congreso acerca de 
las consecuencias económicas del proyecto’; 

 
iii)  En caso de que el Ministro de Hacienda y Crédito Público no intervenga en el proceso legislativo u omita 
conceptuar sobre la viabilidad económica del proyecto, no lo vicia de inconstitucionalidad puesto que este 
requisito no puede entenderse como un poder de veto sobre la actuación del Congreso o una barrera para 
que el legislador ejerza su función legislativa, lo cual ‘se muestra incompatible con el balance entre los 
poderes públicos y el principio democrático’; y 

 
iv) El informe presentado por el Ministro de Hacienda y Crédito Público no obliga a las células legislativas a 
acoger su posición; sin embargo, sí genera una obligación en cabeza del Congreso de valorarlo y analizarlo. 
Solo así se garantiza una debida colaboración entre las ramas del poder público y se armoniza el principio 
democrático con la estabilidad macroeconómica”. 

 
4. NECESIDADES SECTOR SALUD 

Problemática Lugar Causa Efecto 
No hay brigadas de 
salud que lleguen a 
tiempo al territorio. 

Vereda La Sonora Se programan brigadas 
médicas, pero no se 
ejecutan. 

Afecta los controles 
médicos de las 
personas que padecen 
enfermedades 
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crónicas. Afecta a las 
personas que tienen 
los controles médicos. 

No hay puesto de salud Vereda Alto Cáceres; 
Vereda La Débora; 
Vereda Arauca; Vereda 
Los Cristales; Vereda 
Sonadora; Vereda Alto 
Mira; Vereda Melenas 
Vereda Tres Celdas; 
Vereda BohemiaEl 
Chocho; Vereda 
Buenavista; Vereda 
Culebras; Vereda 
Cedrales; Vereda Los 
Lirios 

Falta de voluntad del 
Estado para lograr 
encontrar soluciones a 
este problema.  
 
El Hospital Santa Cruz 
cuenta solo con tres 
ambulancias.  
 
No hay brigadas de 
salud para los 
habitantes.  
 
Falta de inversión en 
temas de salud.  
 
Las citas médicas las 
deben pedir de manera 
presencial porque las 
líneas telefónicas no 
funcionan 
adecuadamente.  
 
No hay brigadas de 
salud para los 
habitantes. 
 
No hay brigadas de 
salud para los 
habitantes.  
 
No hay brigadas de 
salud para los 
habitantes.  
 
No hay brigadas de 
salud para los 
habitantes 

Se deben hacer 
traslados para las 
consultas médicas al 
Hospital Santa Cruz.  
 
En el trayecto hay un 
alto riesgo de que 
pacientes en estado de 
urgencia puedan 
agravarse o fallecer.  
 
Una emergencia debe 
ser atendida con carros 
particulares que 
pueden cobrar tarifas 
desde 80 mil hasta 120 
mil pesos. 
 
Altos costos en los 
transportes para 
dirigirse al centro 
médico. 
 
Afectaciones a grupos 
vulnerables como 
niños, niñas y adultos 
mayores. 
 
El trayecto entre la 
vereda Alto Cáceres y 
el casco urbano es de 
una hora y media en 
carro. 
 
El trayecto entre la 
vereda LA Débora y el 
casco urbano es de 
una hora y media en 
carro.  

 

á 21 23

 
El trayecto entre la 
vereda Arauca y el 
casco urbano es de dos 
horas en carro.  
 
El trayecto debe 
cubrirse en parte con 
caballo.  
 
El trayecto entre la 
vereda Los Cristales y 
el casco urbano es de 
una hora en carro. 
 
El trayecto entre la 
vereda Sonadora y el 
casco 62 urbano es de 
una hora y media en 
carro.  
 
El trayecto entre la 
vereda Bohemia El 
Chocho y el casco 
urbano es de media 
hora en carro.  
 
El trayecto entre la 
vereda Buenavista y el 
casco urbano es de 
media hora en carro.  
 
El trayecto entre la 
vereda Tres Celdas y el 
casco urbano es de 
media hora en carro.  
 
El trayecto entre la 
vereda Culebras y el 
casco urbano es de 
media hora en carro.  
 

 
El trayecto entre la 
vereda Cedrales y el 
casco urbano es de 
media hora en carro.  
 
El trayecto entre la 
vereda Los Lirios y el 
casco urbano es de 
cuarenta minutos en 
carro. En ocasiones el 
trayecto debe hacerse 
a caballo. 

Gráfica 10. Cobertura de alcantarillado. Fuente: Gobernación del Valle del Cauca. 
 

5. OBRA DE INTERÉS PARA EL MUNICIPIO DE TRUJILLO 

Se propone construir un proyecto arquitectónico para la Construcción del Malecón del Río y obras de integración 
socio-ambiental y de reactivación económica y turística con fundamento principal en la naturaleza agropecuaria y 
cafetera del municipio de Trujillo – Valle del Cauca, incluyendo la intervención de 4.900 m2 de espacio público a 
través de la remodelación de la galería municipal como centro de desarrollo agropecuario, turístico y comercial 
regional, plazoleta de comida, concha acústica, parque lineal y recuperación de zonas verdes y de mitigación. 

Valor estimado de la inversión: $15.000.000.000,00. 
 

6. CONFLICTOS DE INTERÉS 

Siguiendo lo dispuesto por el artículo 3 de la Ley 2003 de 2019, que modifica el art. 291 de la Ley 5 de 1992, en 
que se dispone el incluir un acápite que describa las circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de 
interés para la discusión y votación de proyectos de ley, de acuerdo al artículo 286, se plantea lo siguiente: 

Con esta iniciativa legislativa no existiría impedimento por un beneficio particular, actual o directo.   

Sin perjuicio de lo anterior, en todo caso los congresistas podrán manifestar ante la Honorable Comisión 
cualesquiera otras razones que consideren como causales de impedimento. 

 
PROYECTO DE LEY No  _______ DE 2021 

 
“Por medio de la cual la Nación se asocia a la celebración de los cien años de la fundación del municipio de 

Trujillo, departamento del Valle del Cauca, y se dictan otras disposiciones”. 
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 

 DECRETA:  
 
Artículo 1°. La nación colombiana rinde público homenaje y se asocia a la celebración de los cien años (100) de 
la fundación del municipio de Trujillo, en el departamento del Valle del Cauca, que tendrá lugar el día veintiún (21) 
de septiembre de dos mil veintidós (2022). 
 
Artículo 2°. Declárese al municipio de Trujillo, departamento del Valle del Cauca, como el municipio Jardín del 
Valle del Cauca. 
 
Artículo 3°. Autorizase al Gobierno nacional para que, de conformidad con los artículos 288, 334, 341, 345, 356 
y 357 de la Constitución Política y de las competencias establecidas en la Ley 715 de 2001, incluya en el 
Presupuesto General de la Nación las partidas presupuestales necesarias para concurrir con la siguiente de 
utilidad pública y de interés social para el municipio de Trujillo, en el departamento del Valle del Cauca: 
 

a. Un proyecto arquitectónico para la construcción del Malecón del Río y obras de integración socio-
ambiental, de reactivación económica y turística con fundamento principal en la naturaleza agropecuaria 
y cafetera del municipio de Trujillo – Valle del Cauca, incluyendo la intervención de 4.900 m2 de espacio 
público a través de la remodelación de la galería municipal como centro de desarrollo agropecuario, 
turístico y comercial regional, plazoleta de comida, concha acústica, parque lineal y recuperación de 
zonas verdes y de mitigación. 

 
Artículo 3°. Las autorizaciones de gastos otorgadas al Gobierno nacional en virtud de esta ley se incorporarán 
en el Presupuestos General de la Nación, de acuerdo con las normas orgánicas en materia presupuestal, en 
primer lugar, reasignando los recursos hoy existentes en cada órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento 
del presupuesto, y, en segundo lugar, de acuerdo con las disponibilidades que se produzcan en cada vigencia 
fiscal. 
 
Artículo 4°. Vigencia. Esta ley rige a partir de su sanción y publicación en el Diario Oficial y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias. 
 
Atentamente, 

NORMA HURTADO SÁNCHEZ 
Representante a la Cámara 
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proyecto de ley de salvamento, recuperación 
económica y social del suroccidente colombiano.

 

 

 

 

 

 

““PPrrooyyeeccttoo ddee lleeyy ddee ssaallvvaammeennttoo,, rreeccuuppeerraacciióónn eeccoonnóómmiiccaa yy ssoocciiaall ddeell ssuurroocccciiddeennttee 
ccoolloommbbiiaannoo””

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PPaalloommaa VVaalleenncciiaa LLaasseerrnnaa 
SSeennaaddoo ddee llaa RReeppúúbblliiccaa 

 

CCoonntteenniiddoo

Exposición de motivos 4El coronavirus y la crisis económica en 
Colombia. 3

Las afectaciones ocasionadas por el contexto de orden público. 5

La crisis económica en el suroccidente 15

Articulado 17

 

11.. EExxppoossiicciióónn ddee mmoottiivvooss 

El suroccidente colombiano es el hogar de 7.651.678 colombianos, Cauca (1.491.937), 
Nariño (1.627.589) y Valle del Cauca (4.532.152), repartidos entre 148 municipios que 
ocupan 84.771 km2 del territorio nacional. (DANE, 2021). Estos departamentos representan 
el 13.4% del producto interno bruto, Cauca (1.82%), Nariño (1.58%), y Valle del Cauca 
(9.99%). (DANE, 2021).

Los departamentos del suroccidente colombiano, Cauca, Valle del Cauca, y Nariño han sido 
especialmente afectados por la crisis económica derivada de las medidas tomadas para 
evitar la propagación del covid-19, y por los eventos de orden público ocurridos entre los 
meses de abril y junio del 2021. 

11..11 EEll ccoorroonnaavviirruuss yy llaa ccrriissiiss eeccoonnóómmiiccaa eenn CCoolloommbbiiaa.. 

El 6 de marzo de 2020 el ministerio de salud y protección social confirmó el primer caso de 
coronavirus en el país.  El 24 de marzo de ese año inició el mayor aislamiento obligatorio, 
que se extendió 5 meses hasta el 31 de agosto del 2020. En lo que resto del 2020 hubo cierres 
más pequeños y sectorizados.

CCoonntteexxttoo ddee aaiissllaammiieennttooss

FFuueennttee:: DANE, 2021

Las medidas de aislamiento implicaron una externalidad negativa severa sobre el desempeño 
económico. El segundo trimestre de 2020 el crecimiento económico fue de -15.7%, en abril 

se destruyeron 5.9 millones de puestos de trabajo y mayo de 2020 se registró la mayor tasa 
desempleo desde inicios de siglo, 21.1%.

Al cierre de 2020 el crecimiento económico fue -6.8% el más bajo desde que se tienen 
registros confiables (Dane, 2021) luego de un buen desempeño de la economía en 2019, con 
una tasa de crecimiento del 3,3%, frente al 0,1% de América Latina y el Caribe, se esperaba 
que Colombia en 2020 alcanzará un crecimiento económico cercano al 3,5%. (Banco de la 
República, 2020).

En 2020 se destruyeron 509.370 micronegocios1. Las unidades económicas de mujeres se 
redujeron 12%, las de hombres 6,7%, el doble que las de los hombres a pesar de que 2 de 
cada 3 negocios pertenecen a hombres.  (Emicron, 2021).

El stock de microempresas disminuyó -7,3% durante 2020. Si se toma aquellas con registro 
mercantil la variación fue -13%. El sector artístico y de entretenimiento perdió una cuarta 
parte (24.2%) de sus empresas en 2020, el sector de minas y canteras perdió una quinta 
parte (20.3%).

SSttoocckk eemmpprreessaarriiaall sseeccttoorriiaall 22002200 vvss 22001199 

 

FFuueennttee:: MFMP, 2021

                                                          
1 Un micronegocio es una unidad económica con máximo 9 personas ocupadas que desarrolla una actividad 
productiva.
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La disminución del stock empresarial formal, de no revertirse, implicaría una reducción en el 
PIB de largo plazo de 1,66%. Se estima una pérdida neta de $16,1 billones de pesos por las 
empresas que desaparecieron (MFMP. 2021)

En el plano de lo social la crisis económica deterioró el bienestar social. La incidencia de 
pobreza monetaria fue 42,5%, y 15,1% la de la pobreza extrema en 2020. Entre 2019 y 2020 
3,5 millones de personas ingresaron a la pobreza para un total de 21 millones pobres en el 
2020. 2,8 millones adquirieron la calidad de pobres extremos entre 2019 y 2020, para un 
total de 7.5 millones pobres extremos en 2020.

El primer quintil de ingreso, el 20% de la población más pobre, experimentó una caída de 
25% en sus ingresos reales, para el segundo quintilla caída fue 16.5%.

VVaarriiaacciióónn ddeell iinnggrreessoo rreeaall ppeerr ccááppiittaa ppoorr qquuiinnttiilleess 

FFuueennttee:: Marco Fiscal de Mediano Plazo, 2021

En el 2021 2,3 millón de hogares ingieren menos de tres comidas diarias, esta cifra en 2020 
era 704 mil hogares. 1.6 millones de familias que en 2020 comían tres veces al día en 2021 
no lo hacen. 7.819 hogares en 2021 no comen menos de una comida al día.

11..22 LLaa ccrriissiiss eeccoonnóómmiiccaa eenn eell ssuurroocccciiddeennttee 

El producto interno bruto del suroccidente decreció 5.4% en 2020, es decir cerca de 9.3% 
por debajo del promedio de esta región durante la última década, y contribuyó con el 10.3% 
del decrecimiento nacional. 

CCrreecciimmiieennttoo PPIIBB 

FFuueennttee:: Marco Fiscal de Mediano Plazo, 2021

Cali (20.0) y Popayán (18.5), las capitales más pobladas del suroccidente  tienen niveles de 
desempleo por encima del niveles de desempleo que están por encima del nivel nacional 
(15.6). Pasto (13.8) es la única capital por debajo de este nivel.

TTaassaa ddee ddeesseemmpplleeoo -- MMaayyoo 22002211 
23 ciudades de colombia

FFuueennttee:: Dane, 2021

En Pasto (55.5) y Popayán (53.1) el nivel de informalidad es mayor que en las 23 principales 
ciudades del país (48.6), la única ciudad con un nivel inferior es Cali (48.6). 

TTaassaa ddee eemmpplleeoo iinnffoorrmmaall -- MMaayyoo 22002211 
23 ciudades de colombia

FFuueennttee:: Dane, 2021 

Todas las capitales del suroccidente, Cali (29.0), Popayán (26.0) y Pasto (23.5) tienen niveles 
de desempleo juvenil superiores al nacional (23.1).

TTaassaa ddee ddeesseemmpplleeoo jjuuvveenniill -- MMaayyoo 22002211 
23 ciudades de Colombia

FFuueennttee:: Dane, 2021

Popayán y Cali fueron respectivamente la primera y tercera ciudad con mayor inflación en 
el país entre enero y mayo de 2021.  las tres ciudades capitales del suroccidente estuvo en 
promedio 2.16 puntos porcentuales por encima del nivel nacional. 

VVaarriiaacciióónn aaññoo ccoorrrriiddoo IIPPCC eenneerroo--mmaayyoo 22002211 

FFuueennttee:: Índice de Precios al Consumidor - DANE. 

En los departamentos que conforman el suroccidente, Cauca, Nariño y Valle del Cauca, 458 
mil personas adquirieron la condición de pobres monetarios, esto implica un crecimiento del 
15.6% respecto a 2019, el mayor crecimiento desde que se tienen registros. En total en la 
región 3.4 millones de personas son pobres, es decir el 44.4%, esto está 2 puntos 
porcentuales por encima del nivel nacional que para el 2020 fue 42.5%.

El ingreso per cápita de la región se redujo en promedio 5.4% entre 2019 y 2020 llegando a 
489 mil pesos, que está por debajo del ingreso per cápita nacional que fue de 631 mil pesos.

La incidencia de la pobreza extrema en la región alcanza el 17.3%, 2.15 puntos porcentuales 
por encima del nivel nacional que es 15.1% y 35.5% mayor respecto al 2019. En el 2021 hubo 
en total 1.3 millones de pobres extremos, 346 mil personas ingresaron a la pobreza extrema 
en la región entre el 2019 y el 2020. 
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PPoobbrreezzaa mmoonneettaarriiaa eenn eell ssuurroocccciiddeennttee ccoolloommbbiiaannoo 
Cauca, Nariño y Valle del Cauca

FFuueennttee:: Elaboración propia basado en Dane.

Si se compara el porcentaje de familias que antes de la implementación de medidas de 
aislamiento obligatorio comió tres comidas al día con el porcentaje que lo hacía en el mes de 
mayo de 2021. En Cali el 18.6% de las familias dejó de hacerlo, en Popayán el 17.8 y en Pasto 
el 25.5. En pasto una de cada cuatro familias dejó de comer tres veces al día.

PPoorrcceennttaajjee ddee hhooggaarreess qquuee ccoonnssuummeenn 33 ccoommiiddaass aall ddííaa -- MMaayyoo 22002211 

FFuueennttee:: Encuesta de pulso social, Dane 2021.

11..33 LLaass aaffeeccttaacciioonneess ooccaassiioonnaaddaass ppoorr eell ccoonntteexxttoo ddee oorrddeenn ppúúbblliiccoo.. 

El contexto de orden público que se presentó desde finales de abril de 2021 hasta el final del 
segundo trimestre del 2021 contribuyó a la crisis económica en el suroccidente. La primera 
Encuesta Ritmo Empresarial de la Cámara de Comercio de Cali realizada entre el 4 y 7 de 
mayo del 2021 a 1.708 a micro, pequeñas, medianas y grandes empresas reportó que a esa 
fecha el 42% de las empresas estaban cerradas, el 47% estaban trabajando a media 
capacidad.

De acuerdo con los encuestados la principal dificultad era que los colaboradores no podían 
llegar a los sitios de trabajo, el 86% reportó esta situación, 65% reportó caída en sus ventas, 
26% reportó disminución en el empleo, y 8% afirman la necesidad de cerrar.

PPoorrcceennttaajjee ddee eemmpprreessaass sseeggúúnn pprriinncciippaall pprroobblleemmaa eenn eell ddeessaarrrroolllloo ddee ssuuss aaccttiivviiddaaddeess -- Mayo 
2021

FFuueennttee:: Cámara de comercio de Cali. Mayo 2021.

En la segunda encuesta de ritmo empresarial realizada entre el 14 y 24 de mayo por las 
cámaras de Comercio del Cauca y Valle del Cauca, se recogió información de 4.273 empresas 
registradas en los dos departamentos se reportó que el 9,8% de las empresas estaban 
operando normalmente, el 26,9% no estaba operando en el momento de la encuesta y el 
63,3% reportó estar operando parcialmente con una utilización de capacidad instalada 
promedio de 39,2%.

EEmmpprreessaass sseeggúúnn ppoorrcceennttaajjee ddee ffuunncciioonnaammiieennttoo aaccttuuaall 
 Respecto a su capacidad instalada - Cauca y Valle del Cauca Mayo 2021

FFuueennttee:: Cámara de comercio de cali. Mayo 2021.

En el caso del Valle, el 26,5% de las empresas se reportaron como inactivas, siendo la ciudad 
más afectada Buenaventura que es a su vez el principal puerto marítimo del país. Se estima 
que el puerto de Buenaventura mueve 19 millones de toneladas por año, el 35% de las 
exportaciones no minero energéticas y el 32% de las importaciones.

EEmmpprreessaass sseeggúúnn ppoorrcceennttaajjee ddee ffuunncciioonnaammiieennttoo aaccttuuaall 
 Respecto a su capacidad instalada - Cauca y Valle del Cauca Mayo 2021

FFuueennttee:: Cámara de comercio de cali. Mayo 2021.

De acuerdo con la misma encuesta el  82,0% de las empresas del Valle del Cauca, indicó que 
el valor de las ventas en abril de 2021 disminuyó,frente al mes inmediatamente anterior. En 
el Cauca este porcentaje fue 79.9%.

EEmmpprreessaass sseeggúúnn ccoommppoorrttaammiieennttoo ddeell vvaalloorr ddee llaass vveennttaass ffrreennttee aall mmeess aanntteerriioorr 

FFuueennttee:: Cámara de Comercio de Cali - mayo 2021

Respecto al empleo 41,1% de las empresas del Valle del Cauca y 49,7% de las empresas del 
Cauca indicó que disminuyó el número de trabajadores en abril de 2021 frente al mes 
anterior.

EEmmpprreessaass sseeggúúnn ccoommppoorrttaammiieennttoo ddeell nnúúmmeerroo ddee ttrraabbaajjaaddoorreess eenn llaa eemmpprreessaa rreessppeeccttoo aall mmeess 
aanntteerriioorr.. 

FFuueennttee:: Cámara de Comercio de Cali - mayo 2021

El 51,8% de las empresas del Valle del Cauca y el 53% de las del Cauca tienen la percepción 
que la economía del departamento tenderá a peor o mucho peor en los meses que siguieron 
a la situación de paro. Buenaventura es la ciudad con la peor percepción, en todas las 
ciudades encuestadas las expectativas negativas superan a las positivas.

EEmmpprreessaass sseeggúúnn ppeerrssppeeccttiivvaa ssoobbrree llaa ssiittuuaacciióónn eeccoonnóómmiiccaa ddeell ddeeppaarrttaammeennttoo dduurraannttee llooss sseeiiss 
mmeesseess qquuee ssiigguueenn aa mmaayyoo ddee 22002211 

FFuueennttee:: Cámara de Comercio de Cali - mayo 2021

El transporte de mercancías de la región fue severamente afectado por los bloqueos. El 
corredor Buga-Tuluá-La Paila-La Victoria que conecta en doble calzada el centro del país y 
Buenaventura se presentó una disminución de tráfico del 95%. El 30 de abril fue vandalizado 
e incinerado el peaje de Loboguerrero (Vía Buga-Buenaventura). El 5 de mayo fue 
vandalizado e incinerado el peaje del CIAT (Recta Cali-Palmira). El 27 de mayo fue vandalizado 
e incinerado el peaje y estación de pesaje de Villarrica (Cali-Santander de Quilichao).
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Según el INVIAS fueron vandalizados 5 peajes del Valle del Cauca, 2 en Cauca y 4 en Nariño. 
Se reportaron daños en los túneles que se encuentran en la vía a Buenaventura en cuanto a 
iluminación, conexión de fibra óptica, entre otros equipamientos. En el corredor Buga-Tuluá 
– La Paila- La Victoria se registran daños a pasacalles, señales, pavimento quemado y 
defensas metálicas retiradas. El aeropuerto Alfonso Bonilla Aragón, el principal de la región, 
registró un movimiento de pasajeros que alcanzó un mínimo del 46% frente a la operación 
normal de esa terminal.

De acuerdo con la Encuesta de Opinión Industrial de la ANDI con corte al 28 de mayo, el 
83,6% de las empresas afirmó que sus operaciones han sido afectadas entre ‘mucho’ y 
‘bastante’ como resultado de los mencionados cierres viales generados desde el 28 de abril. 
De acuerdo con lo reportado por los empresarios la zona más afectada fue el suroccidente, 
en el Valle del Cauca 54,5% se reportaron fuertemente afectados, en Cauca el 17.8% y en 
Nariño el 15.0%. Fueron respectivamente el primer, tercer y cuarto departamento más 
afectados por los cierres.

 EEnnccuueessttaa ddee OOppiinniióónn IInndduussttrriiaall ddee llaa AANNDDII 

FFuueennttee:: Encuesta de Opinión Industrial ANDI

Como resultado de los bloqueos el Valle del Cauca, pasó de ser el principal centro de origen 
de la carga, durante los años 2020 y 2019 con una participación promedio del total de la 

carga de 35%, a ocupar la quinta posición de acuerdo con el Portal Logístico – RNDC, la carga 
se redujo en un 94,52% en Buenaventura y un 82.161 en todo el Valle.

VVAARRIIAACCIIÓÓNN DDEE LLAA CCAARRGGAA PPOORR OORRÍÍGGEENN 

FFuueennttee:: Portal Logístico – RNDC

El suroccidente colombiano fue la región más afectada por la inflación. En mayo, el Índice de 
Precios al Consumidor (IPC) se ubicó en 1% a nivel nacional, el más alto registrado desde 
febrero de 2017. En ciudades como Popayán y Cali el incremento fue de 4,5% y 
2,77% respectivamente. El mayor impacto se dio en los componentes de alimentos que 
registraron incremento histórico del 9,52% a nivel nacional.

11..44 RReeffeerreenncciiaass 
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Cordialmente,

PPaalloommaa VVaalleenncciiaa LLaasseerrnnaa                                  
Senadora de la República                                                    

MMyyrriiaamm PPaarreeddeess AAgguuiirrrree                                    CCaarrllooss AAbbrraahhaamm JJiimmeenneezz LLóóppeezz 

Senadora de la República Senador de la República

JJoohhnn HHaarroolldd SSuuáárreezz VVaarrggaass            CChhrriissttiiaann GGaarrccééss 

Senador de la República                               Representante a la Cámara          
    

 

22.. AArrttiiccuullaaddoo 

PPRROOYYEECCTTOO DDEE LLEEYY NNOO.. ______ DDEE 22002211 

““PPrrooyyeeccttoo ddee lleeyy ddee ssaallvvaammeennttoo,, rreeccuuppeerraacciióónn eeccoonnóómmiiccaa yy ssoocciiaall ddeell ssuurroocccciiddeennttee 
CCoolloommbbiiaannoo”” 

EEll CCoonnggrreessoo ddee llaa RReeppúúbblliiccaa ddee CCoolloommbbiiaa 

DDEECCRREETTAA:: 

AArrttííccuulloo 11.. Objetivo. Esta ley tiene por objetivo atender las consecuencias de la crisis 
económica derivada de las medidas tomadas para enfrentar la pandemia del Covid 19, y las 
circunstancias de orden público ocurridas en el primer semestre de 2021. Esta ley busca 
impulsar la recuperación económica, propiciar la creación de empleos y restaurar el tejido 
económico y social del suroccidente colombiano. Las medidas contenidas en la presente ley 
aplicarán únicamente para los departamentos de Nariño, Cauca y Valle del Cauca.

AArrttííccuulloo 22.. Identificación. El Departamento Nacional de Planeación el Gobierno Nacional 
realizará un estudio orientado a identificar el impacto y el grado de afectación de los sectores 
económicos y sociales generados por el impacto de la pandemia Sars Cov 19, y la situación 
de orden público durante el primer semestre de 2021, y que servirá de marco para la 
aplicación de la presente Ley. 

CCaappííttuulloo 11.. RReeccoonnssttrruucccciióónn ddee tteejjiiddoo ssoocciiaall.. 

AArrttííccuulloo 33.. Ampliación de oferta social y transferencias. El Gobierno Nacional basado en el 
ejercicio de identificación de la población vulnerada, a través del Departamento Nacional de 
Planeación, extenderá y focalizará su oferta de asistencia social y transferencias monetarias 
en los sectores sociales identificados, incluyendo, pero sin limitarse a los programas De Cero 
a Siempre, jóvenes en acción, familias en acción, Colombia Mayor, devolución de IVA.
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PPaarráággrraaffoo 11°°.. El gobierno promoverá la bancarización de la población focalizada beneficiaria 
de los programas de subsidios condicionados, en aras de facilitar la recepción del subsidio y 
reducir las desigualdades sociales. 

AArrttííccuulloo 44.. Acceso, permanencia y promoción de educación técnica, tecnológica y 
profesional. El gobierno nacional, a través del ICETEX, en coordinación y cooperación con los 
gobiernos departamentales, creará un fondo especial temporal destinado a apoyar el acceso 
y la permanencia en educación superior de los sectores sociales vulnerados identificados por 
el Departamento Nacional de Planeación en los departamentos que menciona la presente 
ley. 

PPaarráággrraaffoo 11°°.. Se priorizará estudiantes con mayor rendimiento académico; que se 
encuentren en condiciones de vulnerabilidad económica y/o que cursen los primeros 
semestres de sus carreras técnicas, tecnológicas o profesionales para que sean susceptibles 
a condiciones especiales de condonación de crédito.

PPaarráággrraaffoo 22°°.. Se priorizará programas de educación superior cuya demanda guarde relación 
con los sectores productivos y de servicios más importantes de la región.

AArrttííccuulloo 55.. Promover el empleo. En aras de la promoción de empleo y de la inclusión de 
población vulnerada el Gobierno Nacional creará un programa en el que asumirá, por un 
tiempo limitado, una fracción de la carga prestacional de los sectores sociales identificados 
como vulnerados.

PPaarráággrraaffoo 11.. Este aporte podrá unirse con programas de la misma naturaleza que adelanten 
gobiernos locales o el gobierno nacional siempre y cuando se diferencie y priorice al 
suroccidente.

AArrttííccuulloo 66.. Oferta de infraestructura social. Con el objetivo de promover la participación de 
recursos privados en el mejoramiento de infraestructura vial, saneamiento básico, 
conectividad, espacios públicos, red de salud y educación y/o dotación tanto escolar como 
hospitalaria, entre otros, identificados como necesidades en los diferentes ejercicios de 
diálogo, el gobierno nacional extenderá temporalmente la aplicabilidad del mecanismo de 
obras por impuestos para su ejecución.

El Gobierno Nacional establecerá un cupo adicional y exclusivo para el suroccidente para la 
ejecución de este mecanismo y abrirá la posibilidad de presentar proyectos a ejecutarse en 
municipios que no estén dentro de la categoría PDET o ZOMAC, pero en los cuales medien 
acuerdos derivados de las mesas de diálogo y cuyo compromiso pueda cumplirse a través de 
este tipo de proyectos.

AArrttííccuulloo 77.. Recuperación de infraestructura pública y vial afectada. El Gobierno Nacional, en 
coordinación con los gobiernos locales, definirá un plan de apoyo y reconstrucción de los 
sistemas de transporte público y vial afectados en el marco de la situación de orden público 
ocurrida en el primer semestre de 2021.

AArrttííccuulloo 88.. Mejoramiento de las condiciones de vivienda. El Ministerio de Vivienda creará un 
programa de autoconstrucción y mejoramiento de vivienda en el que, se proveerá a los 
propietarios con materiales e insumos y se empleará mano de obra local con el propósito de 
mejorar las condiciones de habitabilidad de las poblaciones en condición de pobreza.

CCaappííttuulloo 22.. RReeccoonnssttrruucccciióónn ddee tteejjiiddoo eeccoonnóómmiiccoo.. 

AArrttííccuulloo 99.. Impulsar economías locales. El Gobierno Nacional y los gobiernos 
departamentales identificarán proyectos de obras públicas de rápida formulación y 
ejecución, y basados en este criterio acelerarán su ejecución priorizando el empleo de mano 
de obra local.

AArrttííccuulloo 1100.. Prevenir futuros bloqueos: El Gobierno Nacional en conjunto con el Ministerio 
de Defensa definirán los protocolos de seguridad que garanticen la capacidad operativa y de 
funcionamiento de las economías locales y los servicios de salud cuando se presenten 
bloqueos en las vías del suroccidente.

AArrttííccuulloo 1111.. Estímulos tributarios. Las empresas ubicadas en los departamentos del 
suroccidente podrán beneficiarse de una tarifa diferencial en el impuesto de renta no 
causado hasta la entrada en vigor de la presente ley. Los puntos de reducción serán definidos 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y estarán limitados en el tiempo sujetos a el 
cumplimiento de metas de crecimiento económico. Además, tendrán en cuenta criterios 
inclusión de población vulnerada, el grado de afectación de la actividad económica y del 
departamento previamente identificado entre otros criterios de priorización definidos por la 
reglamentación.

PPaarráággrraaffoo 11°°.. Este beneficio no podrá acumularse con otros de la misma naturaleza que al 
momento de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren activos.

AArrttííccuulloo 1122.. Cumplimiento de compromisos tributarios. La Dian definirá la estrategia para la 
flexibilización del pago de obligaciones tributarias, causadas previa entrada en vigencia de la 
presente ley, de los sectores económicos identificados como afectados. Esta estrategia podrá 
incluir modificaciones en los plazos o esquemas de pagos progresivos, entre otras medidas 
identificadas y definidas por la entidad.

PPaarráággrraaffoo 11°°.. La Dian garantizará la devolución automática de saldos a favor de impuestos, 
para micros, pequeñas, medianas empresas hasta un monto determinado por la 
reglamentación.

AArrttííccuulloo 1133.. Acceso a liquidez. El Gobierno Nacional a través de Bancóldex, Findeter y Finagro 
propondrá nuevas estrategias crédito y potenciará la actual oferta institucional con el 
propósito de promover el surgimiento y la permanencia de micro, pequeñas y medianas 
empresas en el mercado, financiando el capital de trabajo, inversión nueva, estimular la 
transferencia tecnología, entre otras cosas definidas por la reglamentación.

Dichas estrategias deberán contemplar beneficios como armonización de las amortizaciones 
con los flujos de ingresos proyectados, periodos de gracias flexibles con posibilidad de 
subsidios a los intereses durante el periodo de gracia, y otros que se definan durante la 
reglamentación, y además estarán garantizados por el Fondo Nacional de garantías y el 
Fondo Agropecuario de Garantías según corresponda.

AArrttííccuulloo 1144.. Formación de nuevas empresas. El Gobierno Nacional promoverá la creación de 
convocatorias cerradas en el Sena a través del Fondo Emprender, Innpulsa y Colombia 
Productiva para micro, pequeñas y medianas empresas e iniciativas empresariales del 
suroccidente Colombiano,  que cuenten con un trámite de formulación especial, asignación 
de recursos y montos, que les permita acceder a capital de trabajo para mejoramiento en 
planta, producción, empaques, certificaciones, renovaciones de certificaciones, proyectos de 
mercadeo, presencial y digital, restablecimiento de condiciones comerciales nacionales e 
internacionales, acompañamiento jurídico, laboral, tributario, comercial, cumplimiento de 
normatividad, entre otras definidas por la reglamentación. 

AArrttííccuulloo 1155.. Permanencia de empresas en el mercado. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público otorgará un Incentivo Reconstrucción Empresarial 
– IRE, consistente en una transferencia monetaria equivalente a un porcentaje de la 
facturación anual de la empresa que será entregarlo en TIDIS o efectivo, una única vez y que 
será acorde al grado de afectación del sector económico y del departamento previamente
identificado entre otros criterios de priorización definidos por la reglamentación, previo 
cumplimiento de indicadores como:

● Demostrar afectación por la alteración del orden público.
● Mantener planta de cargos con corte 2020
● Estar al día con el pago de impuestos con corte 2019.
● Estar en operación.
● Vinculación laboral jóvenes y mujeres por un periodo de al menos un año.
● El subsidio se transformará en pasivo a la nación en casos de venta o escisión de la 

empresa, disminución superior al 30% de sus ingresos totales, incluyendo aquellas 
empresas que hayan tenido crecimiento durante el año 2019 en sus ventas no sean 
sujetos de estos subsidios.

AArrttííccuulloo 1166.. Ruta para la extinción de empresas. El Gobierno Nacional creará una ruta de 
atención especial para las empresas en Acuerdo de Reorganización que facilite acuerdos de 
pago sobre las obligaciones tributarias. Además, la Superintendencia Financiera definirá un 
marco para la suspensión temporal y acotada de la regla de aprovisionamiento de créditos 
nuevos a empresas en Acuerdo de Reorganización por parte de las entidades vigiladas.

AArrttííccuulloo 1177.. VViiggeenncciiaa.. La presente rige a partir de la fecha de su publicación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.
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Cordialmente,

PPaalloommaa VVaalleenncciiaa LLaasseerrnnaa                                  
Senadora de la República                                                    

MMyyrriiaamm PPaarreeddeess AAgguuiirrrree                                                   CCaarrllooss AAbbrraahhaamm JJiimmeenneezz LLóóppeezz 

Senadora de la República    Senador de la República

JJoohhnn HHaarroolldd SSuuáárreezz VVaarrggaass                CChhrriissttiiaann GGaarrccééss 

Senador de la República                                   Representante a la Cámara         
     

PROYECTO DE LEY NÚMERO 260 DE 2021 
CÁMARA

por medio de la cual se prohíbe el uso de animales 
para disuadir manifestaciones, motines, asonadas 
o cualquier otra afectación del orden público y se 

dictan otras disposiciones.
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PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2021 CÁMARA

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY 617 DE 
2000 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

ARTÍCULO 1º. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 617 de 200, el cual quedará así:

“ARTÍUCLO 16. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 136 de 1994, modificado por el 
artículo 2° de la Ley 177 de 1994, el cual quedará así:

“ARTÍCULO 9°. EXCEPCIÓN. Sin el lleno de los requisitos establecidos en el 
artículo anterior, las asambleas departamentales podrán crear municipios cuando, 
previo a la presentación de la ordenanza, el Presidente de la República considere su 
creación por razones de defensa nacional.

La misma excepción se aplicará para la creación de municipios que sirva para 
la preservación del patrimonio cultural e inmaterial de la humanidad 
declarado por la UNESCO y que por ministerio de la ley se establezcan como 
bien de interés Nacional.

También podrán las Asambleas Departamentales elevar a municipios sin el lleno de 
los requisitos generales los corregimientos creados por el Gobierno Nacional antes 
de 1991 que se encuentren ubicados en las zonas de frontera siempre y cuando no 
hagan parte de ningún municipio, previo visto bueno del Presidente de la 
República.””

ARTÍCULO 2º. VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación.

De los Honorables Congresistas,

FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO RUMIÉ JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN
Senador de la República Representante a la Cámara - Bogotá

ENRIQUE CABRALES BAQUERO HERNAN HUMBERTO GARZÓN RODRIGUEZ
Representante a la Cámara - Bogotá Representante a la Cámara - C/marca

CHRISTIAN MUNIR GARCÉS ALJURE JUAN DAVID VÉLEZ T.
Representante a la Cámara – Valle del Cauca Representante a la Cámara – Exterior

FEFEFEFEFEFEFEFEFEFEFEFEFEFEFEFFEFFFFFF RNANDO NICOLÁS ARARARARARARARARARARARARARARARARARARARAARARARARAAÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚÚÚJÚÚÚÚÚÚÚ O OOOOOOOOOOOOOOOOOOO RUMIÉ
SeSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSS nador de la Repúblicaaaaaaaaaaaaaaaaaaa

MILTON HUGO ANGULO VIVEROS ESTEBAN QUINTERO CARDONA
Representante a la Cámara – Valle del Cauca Representante a la Cámara - Antioquia

HENRY CUÉLLAR RICO AMANDA R. GONZÁLEZ RODRÍGUEZ
Representante a la Cámara - Huila Senadora de la República

JOSÉ OBDULIO GAVIRIA VÉLEZ EDWIN G. BALLESTEROS ARCHILA
Senador de la República Representante a la Cámara - Santander

MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH
Senadora de la República Senadora de la República

CIRO ALEJANDRO RAMIREZ CORTÉS GUSTAVO LONDOÑO GARCÍA
Senador de la República Representante a la Cámara - Vichada

ERNESTO MACÍAS TOVAR HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO
Senador de la República Senador de la República

PROYECTO DE LEY No. ____ DE 2021 CÁMARA

“POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY 617 DE 
2000 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
  

1. OBJETO DEL PROYECTO

La Iniciativa tiene por objeto adicionar las excepciones a las Asambleas 
departamentales para crear municipios, lo anterior como propuesta que busca 
brindar protección a las comunidades, por la vía del fortalecimiento territorial del 
Estado con justicia, servicios, seguridad, recursos públicos e instituciones 
democráticas.

2. ANTECEDENTES LEGISLATIVOS

El contenido del presente proyecto de ley fue puesto a consideración en el Senado 
de la República en la legislatura 2019-2020 con el número 276 de 2019, radicado el 
diez (10) de diciembre de 2019 y publicado en la Gaceta No. 1206 de 2019. 
Posteriormente, en la Comisión Primera del Senado, se designó como ponente a la 
Senadora María Fernanda Cabal Molina, quien radicó ponencia favorable el pasado 
diez (10) de junio de 2020 y, publicada en la Gaceta No. 336 de 2020. Sin embargo, 
el proyecto fue retirado el dieciséis (16) de julio de 2020 por los autores en virtud 
del artículo 155 de la Ley 5 de 1992. 

3. EL CASO DEL CORREGIMIENTO DE SAN BASILIO DE PALENQUE  

San Basilio de Palenque es un corregimiento del municipio de Mahates al norte del
departamento de Bolívar; se encuentra ubicado a 55km de la ciudad de Cartagena 
de Indias. Este corregimiento cuenta con una población aproximada de 3.700 
personas y alrededor de 681 hogares, fue fundado en el siglo XVII por esclavos 
fugitivos liderados por Benkos Biohó.

Ante la resistencia de los cimarrones y la amenaza que representaron para sus 
intereses comerciales, las autoridades españolas en Cartagena reconocieron el 
gobierno y el territorio autónomo de comunidades negras sobre una extensa zona 
de la geografía de los Montes de María, convirtiendo así a San Basilio de Palenque 
en El primer pueblo libre de América, así los describe el líder palenquero Manuel 
Casseres Reyes:

“El proceso de reconocimiento del palenque de san Basilio, como primer 
pueblo libre de américa, con su propia territorialidad, desde sus inicios, los 
testimonia  el memorial de Baltasar de la fuente a Antonio de arguelles en el
año 1691 y la expedición de la real cedula de agosto 23 de 1691, suscrito 
por Antonio Ortiz de Otálora por mandado del rey y en El cual se reconoce 
la convulsa situación que vive la provincia de Cartagena y la necesidad de 
suscribir el respectivo pacto de paz.

El reconocimiento de la libertad propiamente dicho, se produjo en 1713 
cuando se celebra por mediación del obispo de Cartagena Antonio María 

Casiani, un entente cordiale, entre el gobernador Francisco Baroco Leigrave 
y los palanqueros de un palenque situado en las faldas de los montes de 
maría, acompañado de un perdón general y goce de libertades. Los 
términos de este reconocimiento son los mismos que los estipulados en las 
anteriores negociaciones propuestas por los cimarrones a la corona: libertad 
reconocida, territorio demarcado y autonomía de gobierno, tres necesidades 
básicas para delinear un sentimiento de identidad y pertenencia.

(…) El fundador de las poblaciones de María la Alta, autorizado por don Juan 
de Torrez Díaz y Pimienta, cedió en 1774 a los palenqueros los “comunales 
de san Basilio.” El titulo data de 1779 y desde entonces “han sido ocupados 
por los moradores de san Basilio”.

Esta acción diplomática constituye una de las grandes decisiones políticas 
de dimensión internacional, que desde ese entonces abrió las puertas  a 
soluciones negociadas de conflictos sociales y que nos permite afirmar sin 
vacilación alguna que fuimos gestores de los pactos de paz dirigidos estos a 
resolver situaciones políticas que se presentaron en momentos importantes  
de nuestro proceso histórico.

A partir del reconocimiento de palenque de san Basilio, fueron varios los 
esfuerzos que se hicieron por mitigar los impactos ocasionados por las 
practicas inhumanas esclavizantes e inclusive, algunos impulsados por 
ciertas corrientes abolicionistas por razones económicas y políticas 
clamaban por la eliminación de la esclavitud, y se atrevieron a exigir algunas 
normas como la real cedula de su majestad sobre la educación, trato y 
ocupaciones de los esclavos expedida en el año 1789, ley de manumisión de 
partos de mayo de 1821, las cuales poco a poco desembocaron en la ley de 
abolición de la esclavitud del 21 de mayo de 1851. 

Con la expedición de la escritura pública N° 131 de agosto 24 de 1921, 
depositada en la notaria del Carmen de Bolívar, se delimita nuevamente la 
territorialidad palenquera y se reconoce la condición de tierras comunales 
las que existen en San Basilio de Palenque.”1

Adicionalmente, un aspecto importante a resaltar sobre San Basilio de Palenque se 
debe a que su lenguaje es único. Los mercaderes que traían esclavos de África, 
mezclaban individuos de diferentes regiones para evitar su comunicación y un 
posible levantamiento, por esta razón a América llegaron decenas de idiomas y 
dialectos que no lograron sobrevivir y ante la necesidad de comunicarse poco a 
poco construyeron una lengua que mezcla español, portugués, francés (lenguas de 
los colonizadores) y lenguas bantú propias del origen africano, constituyendo lo 
que hoy se conoce como lengua palenquera o criollo palenquero, una de las 
dos únicas lenguas vivas de origen colombiano junto al creole sanandresano. 

“En esta territorialidad histórica, el pueblo palenquero, ejerce distintas 
manifestaciones culturales entre las que destacamos: religiosidad propia, 
lengua propia, música y danza, forma organizativa tradicionales como los 
kuagro, medicina tradicional, cruzada transversalmente por su cosmovisión 
de los tres mundos de origen yoruba.” (Extracto del documento expuesto en 

1 MANUEL CASSERES REYES. Extracto del documento expuesto en Audiencia Pública del dieciséis (16) de 
agosto del año 2019, realizada en San Basilio de Palenque en presencia del Congreso de la República, el 
Gobierno Nacional, Autoridades Locales y la comunidad de palenque
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Audiencia Pública del dieciséis (16) de agosto del año 2019, realizada en San 
Basilio de Palenque en presencia del Congreso de la República, el Gobierno 
Nacional, Autoridades Locales y la comunidad de palenque)2

Por otro lado, son varios los personajes reconocidos que nacieron en Palenque. En 
primer lugar, se encuentra Evaristo Márquez, quien fuera reconocido como el 
primer colombiano actor del cine internacional, en 1968 actuó junto a Marlon 
Brando en la película La Quemaida. También esta Rafael Cassiani Cassiani, 
fundador y director del Sexteto Tabalá una de las agrupaciones de música 
tradicional más importantes en Colombia. Por el lado del boxeo, este 
corregimiento cuenta con tres campeones mundiales, los hermanos Ricardo y 
Prudencio Cardona y el más famoso personaje palenquero: Antonio Cervantes, más 
conocido como ‘Kid Pambelé’.

Debido a sus características únicas en su historia, formación, cultura y lengua, fue 
declarado por la Unesco como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad, en 
el año 2005. Reconocimiento que le otorga plenas garantías para la defensa de su 
patrimonio cultural.

Por su parte el Gobierno Nacional, reconoció el aporte cultural de San Basilio de 
Palenque, mediante la resolución 1472 de 2004 que expidiera el Ministerio de 
Cultura, en la que declara el espacio cultural de San Basilio de Palenque como bien 
de Interés Cultural de Carácter Nacional. Posteriormente, nuestro país suscribió la 
Convención para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial mediante la Ley 
1037 de 2006. 

Ser reconocido como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad por la 
UNESCO le ha permitido a Palenque abrir las puertas al mundo y darse a conocer 
como un sitio turístico de gran importancia para la historia. Los diferentes relatos 
sobre esclavitud, lucha racial y mestizaje cobran vida en las calles de Palenque. 
Mantener tradiciones como el “Lumbalú” una ceremonia fúnebre, su lengua, los 
dulces tradicionales, la importancia del tambor como instrumento predominante 
de su cultura e instaurar desde 1985 el Festival de tambores, permite conservar con 
vida sus raíces africanas y al mismo tiempo ligarlas a las nuestras como país.

“Las anteriores iniciativas adelantadas por el estado, se enmarca en el 
propósito de desarrollar varias acciones en favor de la preservación, 
conservación, defensa y protección de diferentes expresiones y saberes que 
constituyen la base de la identidad palenquera, la cual está 
indisolublemente ligada a la preservación de su gran hábitat, representado 
por el territorio y las posibilidades que este encierra para su manejo, uso y 
usufructo, pero también para su gobierno y administración.”3

Pese a lo significativo de los reconocimientos como los de la UNESCO, y a las 
acciones desarrolladas por el Gobierno Nacional, este activo cultural de Colombia y 
la humanidad corre un gran riesgo. De acuerdo con la encuesta del Sisben 2004, y 
actualizada en 2007, San Basilio de Palenque muestra una situación de pobreza 
alarmante, ya que cerca del 76,7% de la población presenta al menos una
Necesidad Básica Insatisfecha y cerca del 50.1% de la población vive en situación 
de pobreza extrema en el corregimiento. A modo de  comparación, según el Censo 

2 Ibídem
3 Ibídem

de 2005, la pobreza por NBI en Mahates era del 53,6%, en Bolívar de 46,6%, en 
toda la Región Caribe de 47,2% y en todo el país de 27,8%. 

La principal Necesidad Básica Insatisfecha en San Basilio de Palenque está 
relacionada con los servicios de acueducto y alcantarillado. El 50,4% de la 
población habitan en viviendas que no cuentan con estos servicios.
Adicionalmente, contribuyen al elevado índice de NBI, el alto déficit cualitativo de 
las viviendas y la inasistencia escolar de menores entre 7 y 11 años, con 37,1% y 
37% de los hogares, respectivamente, presentando estas carencias.4 Por otro lado, 
la tasa de analfabetismo para 2005 era de 8.6%, más del doble que la nacional y el 
7% de los habitantes ha reportado vivir días de ayuno por falta de dinero.

Las condiciones de pobreza y miseria que rodean a los palenqueros, evidencia la 
necesidad de profundizar en las medidas tomadas por Gobierno Nacional para 
brindar  solución a las necesidades de esta población, ya que la precariedad 
económica y el nivel de NBI de esta comunidad no se han logrado resolver hasta 
ahora con las acciones ejecutadas, ni se resolverán con solo la declaratoria y 
reconocimiento de la herencia cultural de esta comunidad, por el contrario esta 
falencias han limitado el correcto desarrollo e impulso turístico que necesita el 
corregimiento. 

Es necesario promover procesos de redistribución de los recursos en territorios con 
características de importancia para la humanidad, particularmente aquellos donde 
las comunidades étnicas necesitan de condiciones especiales para que prevalezca 
su identidad cultural. Convertir a San Basilio de Palenque en un municipio especial, 
permite brindar a la comunidad una autonomía política, administrativa y 
presupuestal a partir de la cual contarán con la independencia para llevar a cabo 
las acciones que consideren necesarias desarrollar dentro de su comunidad y de 
esta manera lograr superar las condiciones de atraso regional que atraviesan en el 
momento y aumentar el nivel de calidad de vida de los palenqueros sin depender 
de las decisiones externas tomadas en el nivel central. 

De igual manera es importante tener en cuenta que si bien este corregimiento es 
uno de los ejemplos más claros de la necesidad de trabajar por mejorar sus 
condiciones de vida para mantener el carácter de patrimonio, ya que dicha 
declaratoria recae específicamente sobre su población, no se puede dejar a un lado 
todas aquellas poblaciones que si bien no están directamente ligadas con la 
declaración de patrimonio si se ven impactados, social, económica o culturalmente 
por dicha declaratoria. 

Algunos de los ejemplos más claros, están relacionados directamente con aquellos 
corregimientos, caseríos o inspecciones de policía que colindan directamente con 
estos bienes declarados Patrimonio de la Humanidad, como el Parque 
Arqueológico de San Agustín que se encuentra en inmediaciones de los 
corregimientos e inspecciones de Obando, el Palmar, Pradera, Alto del Obispo, 
Puerto Quinchana entre otros, donde los índices de pobreza multidimensional 
promedian cerca del 70%. Lo mismo sucede con los alrededores del Parque 
Nacional de Chiribiquete, donde en los corregimientos e inspecciones de policía 
como Cunare, Macayarí, Dos Rios, Patio Bonito, Correlio entre otros el nivel de 
pobreza alcanza el 86% de la población. Y este patrón se mantiene con las 

4 Programa De Las Naciones Unidas-PNUD San Basilio De Palenque Frente A Los Objetivos De Desarrollo Del 
Milenio

poblaciones cercanas al Parque Nacional los Katios, al Parque Arqueologico 
Nacional de Tierradentro, a la población a las orillas del rio Pira Paraná en Vaupes 
donde se encuentran las tradiciones de los chamanes Yuruparí y en general 
alrededor de todos aquellos bienes que han sido catalogados Patrimonio de la 
Humanidad. 

4. IMPACTO JURÍDICO  

A. Sobre la protección del Patrimonio Cultural de la Nación

Para el Ministerio de Cultura5, la importancia del Patrimonio Cultural en el 
ordenamiento jurídico colombiano tiene sus antecedentes en la expedición de la 
“ley 163 de 1959, por medio de la cual el Estado colombiano ha reconocido que “el 
patrimonio cultural de la nación está bajo la protección del Estado” (Constitución 
Política de Colombia, artículo 72), las políticas públicas que sean adoptadas sobre
el mismo deben ser debatidas en el marco del principio de representación de 
aquellos actores e instituciones responsables para con el patrimonio cultural de la 
Nación. 

La Constitución Política de 1991 contempló frente a la cultura su reconocimiento 
como fundamento de la nacionalidad, al considerarla una dimensión especial del 
desarrollo, un derecho de la sociedad y una instancia que identifica a Colombia 
como un país multiétnico y pluricultural. La Constitución garantiza los derechos 
culturales y proporciona los marcos para el desarrollo legislativo del sector.  Así, en 
lo que respecta al patrimonio cultural, la protección, que compete tanto al Estado 
como a los particulares; la libertad esencial, que debe proyectarse en la búsqueda 
del conocimiento y la expresión artísticos; la propiedad exclusiva y pública de la 
nación sobre determinados bienes culturales, y la obligación estatal de incentivar 
la creación y la gestión cultural.

(…) Por su parte, la Ley General de Cultura (Ley 397 de 1997), fortalece las acciones 
de protección para el patrimonio cultural a través de mecanismos para su gestión y 
su protección. Con la modificación de la Ley 1185 de 2008, el Estado buscó fijar 
procedimientos únicos para la protección y salvaguardia del patrimonio cultural de 
la Nación, basado en un principio de coordinación garantizado por el Sistema 
Nacional de Patrimonio Cultural, encargado de articular todo lo relativo a dicho 
patrimonio de una manera coherente y orientada.

El artículo 4 da una primera definición de este patrimonio, todas las expresiones, 
productos y objetos representativos de la nacionalidad colombiana y dentro del 
cual algunos conjuntos o bienes individuales, debido a sus especiales valores 
simbólicos, artísticos, estéticos o históricos, requieren un especial tratamiento. 
Como mecanismo para el reconocimiento y protección del patrimonio cultural, la 
Ley plantea la categoría de los Bienes de Interés Cultural (BIC), a través de los 
cuales se declaran los bienes sobre la base de su representatividad territorial: 
nacional, departamental, distrital, municipal o de los territorios indígenas

(…) La Ley 1185 actualiza la definición de patrimonio cultural de la nación de la Ley 
397 de 1997; define un régimen especial de salvaguardia, protección, 
sostenibilidad, divulgación y estímulo para los BIC y para las manifestaciones de la 
Lista Representativa de Patrimonio Cultural Inmaterial (LRPCI), y crea el Consejo 

5 MINISTERIO DE CULTURA. 2010. Compendio de políticas culturales. Segunda parte: política para la gestión, 
protección y salvaguardia del patrimonio cultural. Pág. 225-296

Nacional de Patrimonio Cultural, máximo órgano asesor del Gobierno para la toma 
de decisiones respecto del Patrimonio Cultural de la Nación. Igualmente define 
procedimientos para las declaratorias y las intervenciones de BIC, para el diseño e 
implementación de los Planes Especiales de Manejo y Protección (PEMP) de BIC, y 
para la exportación y enajenación de estos bienes.

(…) Dentro del marco normativo para la gestión, protección y salvaguardia del 
patrimonio cultural en Colombia, es imprescindible tener en cuenta una serie de 
instrumentos internacionales que el Estado colombiano ha suscrito, 
comprometiéndose en la formulación de un marco legislativo y de una política en 
pro del patrimonio cultural. Estos instrumentos y las leyes por medio de las cuales 
han sido ratificados se enumeran a continuación: 

• Ley 45 de 1983, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención de 
Patrimonio Mundial, Cultural y Natural (Unesco, 1972). 
• Ley 63 de 1983, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención 
sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la 
importación, la exportación y la transferencia de propiedad ilícitas de bienes 
culturales (Unesco, 1970). 
• Ley 340 de 1996, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención 
para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado 
(Unesco, 1954). 
• Ley 899 de 2004, por la cual se aprueba el 2° Protocolo de la Convención de 
la Haya de 1954 para la Protección de Bienes Culturales en Caso de Conflicto 
Armado. 
• Ley 1037 de 2006, por medio de la cual Colombia adhiere a la Convención 
para la Salvaguardia del Patrimonio Inmaterial (Unesco, 2003). 
• Ley 1304 de 2009, por medio de la cual se aprueba el Convenio de Unidroit 
sobre los Bienes Culturales Robados o Exportados Ilícitamente firmado en 
Roma el 24 de junio de 1995. 

Así mismo, existe una normatividad internacional importante que protege asuntos 
relacionados con el patrimonio inmaterial y que es descrita ampliamente en la 
política para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial en Colombia.

(…) Colombia ingresó en la Unesco el 31 de octubre de 1947 y firmó la Convención 
sobre el Patrimonio Mundial el 24 de mayo de 1983. El interés surgido en Colombia 
por la cultura inmaterial se tradujo en medidas legales orientadas a su protección y 
fomento. Es así como la Ley 397 de 1997, o Ley General de Cultura, incluyó como 
parte del patrimonio cultural las manifestaciones de cultura inmaterial. Por su 
parte, la Unesco, en su 32ª reunión, celebrada en París entre el 29 de septiembre y 
el 17 de octubre de 2003, adoptó la Convención para la Salvaguardia del 
Patrimonio Cultural Inmaterial, quinto instrumento normativo acogido por esta 
organización para la protección del patrimonio cultural con los siguientes 
objetivos: a) la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial; b) el respeto del 
patrimonio cultural inmaterial de las comunidades, grupos y personas; c) la 
sensibilización en el plano local, nacional e internacional sobre la importancia del 
patrimonio cultural inmaterial, y d) la cooperación y asistencia internacional para 
su salvaguardia. Colombia es Estado parte de la Convención, tras suscribirla y 
ratificarla mediante la Ley 1037 de 2006

Al respecto, los lineamientos y estrategias de la política para la salvaguardia del 
patrimonio cultural inmaterial se enmarcan dentro de esta política pública para la 
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gestión, protección y salvaguardia del patrimonio cultural en Colombia. Con esto 
se busca lograr una visión integral del patrimonio cultural, donde todas las 
acciones a su favor tengan en cuenta los componentes material e inmaterial. 

Por esa razón, si bien la salvaguardia del patrimonio inmaterial es una estrategia 
dentro de una línea de acción específica. Al mismo tiempo, y debido a sus 
dinámicas intrínsecas, el patrimonio inmaterial generalmente tiene soportes 
materiales que son elaborados por los grupos y comunidades vinculados con este 
patrimonio.

(…) De las convenciones internacionales ratificadas por el Estado colombiano, es 
necesario recalcar el compromiso y la importancia que tienen para esta política la 
Convención de la Unesco sobre el Patrimonio Mundial, Cultural y Natural de 1972 y 
la Convención de la Unesco para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial 
de 2003. Dentro de estos marcos, Colombia tiene inscritos una serie de bienes y de 
manifestaciones dentro de las respectivas listas de patrimonio de la humanidad, 
con lo que ha adquirido grandes responsabilidades y compromisos en el ámbito 
nacional e internacional. Así mismo, al ratificar estas convenciones, el Estado 
colombiano se comprometió a formular e implementar políticas públicas 
específicas para dicho patrimonio.

(…) La política de Patrimonio Cultural Inmaterial tiene su fundamento primordial en 
la Constitución Política de Colombia en la cual se establece la obligación del 
Estado y de los particulares de proteger las riquezas culturales y naturales de la 
nación, como uno de sus fundamentos, y se consagra el respeto y reconocimiento 
de la diversidad étnica y cultural de los colombianos. Igualmente, la Constitución 
de 1991 establece que las lenguas y dialectos de los grupos étnicos son también 
oficiales en sus territorios y determina la igualdad de las personas ante la ley, y el 
derecho de todos a gozar de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin 
ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, 
lengua, religión, opinión política o filosófica. En su artículo 70 establece la 
Constitución que la cultura y sus diferentes manifestaciones “son fundamento de la 
nacionalidad, que el Estado reconoce la igualdad y dignidad de todas las que 
conviven en el país y que promoverá la investigación, la ciencia, el desarrollo y la 
difusión de los valores culturales de la nación”

B. Sobre la conformación y organización del Territorio Nacional.

Actualmente, en el ordenamiento jurídico de Colombia es diáfana la organización 
administrativa y política del Territorio Nacional, erigiendo así, de manera general, a 
los Departamentos y Municipios como entidades territoriales cuyas funciones y 
competencias están definidas en la Constitución y la ley.

“Artículo 286. Son entidades territoriales los departamentos, los distritos, 
los municipios y los territorios indígenas.”

Al respecto, el municipio es la entidad territorial fundamental de la división político 
administrativa del Estado, con autonomía política, fiscal y administrativa dentro de 
los límites que lo señalen la Constitución y la ley, tiene como propósito propender 
por el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población en 
su respectivo territorio. En este sentido, la Constitución Política de 1991 establece 
el marco de creación de los Municipios, como sigue:

“Artículo 300. Corresponde a las Asambleas Departamentales, por medio 
de ordenanzas:
(…)

6. Con sujeción a /os requisitos que señale la Ley, crear y suprimir 
municipios, segregar y agregar territorios municipales, y organizar 
provincias. (…)”

En desarrollo del mandato constitucional, la Ley 136 de 1994, por la cual se dictan 
normas tendientes a modernizar la organización y el funcionamiento de los 
municipios, modificada por la Ley 617 de 2000, por la cual se reforma parcialmente 
la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la ley 
orgánica de presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas 
tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para Ja 
racionalización del gasto público nacional; se establecieron los requisitos y 
procedimiento, para la creación de nuevos municipios, así:

ARTÍCULO 8o. REQUISITOS. Para que una porción del territorio de un 
departamento pueda ser erigida en municipio se necesita que concurran las 
siguientes condiciones:

1. Que el área del municipio propuesto tenga identidad, atendidas las 
características naturales, sociales, económicas y culturales.

2. Que cuente por lo menos con veinticinco mil (25.000) habitantes y que el 
municipio o municipios de los cuales se pretende segregar no disminuya 
su población por debajo de este límite, según certificación del 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).

3. Que el municipio propuesto garantice, por lo menos, ingresos corrientes 
de libre destinación anuales equivalentes a doce mil (12.000) salarios 
mínimos mensuales vigentes, durante un período no inferior a cuatro (4) 
años; de conformidad con certificación previa del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público.

4. Previamente a la presentación del proyecto de ordenanza por la cual se 
cree un municipio el órgano departamental de planeación, de acuerdo 
con la metodología elaborada por el Departamento Nacional de 
Planeación debe elaborar el respectivo estudio, sobre la conveniencia 
económica y social de la iniciativa y la viabilidad de la nueva entidad, 
teniendo en cuenta sus posibilidades económicas, de infraestructura y su 
identificación como área de desarrollo. Con base en dicho estudio, el 
órgano departamental de planeación deberá expedir concepto sobre la 
viabilidad de crear o no el municipio, debiendo pronunciarse sobre la 
conveniencia de la medida para el municipio o los municipios de los 
cuales se segregaría el nuevo.

En ningún caso podrá crearse un municipio que sustraiga más de la 
tercera parte del territorio del municipio o municipios de los cuales se 
segrega. De forma previa a la sanción de la ordenanza de creación del 
municipio, el Tribunal Contencioso Administrativo ejercerá control 

automático previo sobre la legalidad de la misma. Si el proyecto no se 
encontrare ajustado a la ley no podrá sancionarse.

PARÁGRAFO 1o. El respectivo proyecto de ordenanza podrá ser presentado 
a iniciativa del Gobernador, de los miembros de la Asamblea Departamental 
o por iniciativa popular, de conformidad con la ley. Sin embargo, el 
Gobernador estará obligado a presentarlo cuando por medio de consulta 
popular así lo decida la mayoría de los ciudadanos residentes en el respectivo 
territorio, así mismo la ordenanza que expida la respectiva asamblea deberá 
establecer los activos y pasivos que le son inherentes tanto al nuevo 
municipio, como al municipio del cual se escindió este.

Cuando no hubiere precedido la consulta popular a la ordenanza que 
apruebe la creación de un nuevo municipio, una vez esta se expida será 
sometida a referendo en el que participen los ciudadanos del respectivo 
territorio. El referendo deberá realizarse en un plazo máximo de seis (6) 
meses contados a partir de la fecha de sanción de la ordenanza. Si el 
proyecto de ordenanza fuere negado, se archivará y una nueva iniciativa en el 
mismo sentido sólo podrá presentarse dos (2) años después.

PARÁGRAFO 2o. El DANE llevará un registro sobre los municipios que se 
creen. Para tal efecto, el Gobernador del respectivo departamento, una vez 
sea surtido el trámite de creación de un municipio, remitirá copia de la 
ordenanza y sus anexos al DANE y al Ministerio del Interior.

PARÁGRAFO 3o. En cuanto al número mínimo de habitantes que hace 
referencia el numeral segundo del presente artículo, este crecerá anualmente 
según la tasa de crecimiento poblacional del año anterior certificada por el 
DANE.”

Así, son las Asambleas Departamentales las competentes, constitucional y 
legalmente, para darle vida a nuevas entidades territoriales de carácter municipal. 
Además, el área del territorio que pretenda erigirse como Municipio, deberá 
cumplir sendos requisitos previos al acto de su creación, las cuales son de 
naturaleza socio-económica, ligadas a su población, su capacidad de generación 
de ingresos propios y la dimensión del territorio; además, de un estudio técnico 
que viabilice su creación y sostenimiento.

Sin embargo, la ley reconoce situaciones excepcionales para viabilizar la creación 
de dicha entidad territorial, condiciones que establece el Artículo 9 de la Ley 136 
de 1997 como se expone:

“ARTÍCULO 9o. EXCEPCIÓN. Sin el lleno de los requisitos establecidos en el 
artículo anterior, las asambleas departamentales podrán crear municipios 
cuando, previo a la presentación de la ordenanza, el Presidente de la 
República considere su creación por razones de defensa nacional.

También podrán las Asambleas Departamentales elevar a municipios sin el 
lleno de los requisitos generales los corregimientos creados por el Gobierno 
Nacional antes de 1991 que se encuentren ubicados en las zonas de frontera 
siempre y cuando no hagan parte de ningún municipio, previo visto bueno 
del Presidente de la República.

Los concejales de los municipios así creados no percibirán honorarios por su 
asistencia a las sesiones.”

En este sentido, las Asambleas Departamentales previo a la presentación de la 
ordenanza, el presidente de la Republica considere la creación por razones de 
defensa nacional o se encuentren ubicados en zona de frontera, en uso de sus 
facultades discrecionales. Estableciendo la limitante que el órgano de deliberación 
administrativa, es decir el Concejo municipal, sus miembros no percibirán 
honorarios por el ejercicio de sus funciones.

Ahora bien, la excepción planteada para la creación de municipios se enmarca en 
situaciones, que de una u otra manera, buscan la protección a los nacionales desde 
el punto de vista de generar mayor presencia institucional del Estado en dichos 
territorios. La norma omitió la defensa de los nacionales mediante el fomento de la 
autonomía territorial desde el punto de vista de la identidad cultural.

5. IMPACTO FISCAL

El presente proyecto de ley, ordenar gasto, y comprende un impacto fiscal y en 
consecuencia requiere cumplir con lo establecido en el artículo 7° de la Ley 819 de 
2003, ni se encuentra condicionado al aval del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, el cual se puede dar dentro del trámite constitucional de la iniciativa.

6. DEL CONTENIDO NORMATIVO DE LA INICIATIVA

De lo anterior, es necesario posibilitar un mecanismo jurídico que permita a los 
corregimientos del país que se ven impactados por una declaratoria por parte de la 
UNESCO como Patrimonio Cultural Inmaterial de la Humanidad, erigirse como 
entidad territorial, permitiendo con ello la autonomía administrativa y política de 
estos territorios en favor de la comunidad, como política de salvaguardia del 
Patrimonio Cultural Inmaterial y la defensa de la identidad Nacional.

Así las cosas, el proyecto de ley busca adicionar a la excepción para el 
cumplimiento de los requisitos de la creación de municipios contenida en el 
artículo 9 de la Ley 136 de 1994 modificado por la Ley 617 de 2000, en el sentido 
que el Presidente de la República puede solicitarle a las Asamblea 
Departamentales la creación de un municipio motivado en razones de 
conveniencia o de protección a la identidad de una población étnica. 

Además, se establecen dos criterios para motivar dicha solicitud cuando se trate de 
un corregimiento: i.) por ser objeto de una declaratoria de patrimonio cultural 
inmaterial de la humanidad, y; ii.) que la ley lo declare Bien de interés Nacional.

Esta propuesta responde al carácter general y abstracto de la ley con la que se 
beneficiara, no solamente el corregimiento de San Basilio de Palenque y su área de 
impacto, sino todos los territorios que de alguna manera se ven favorecidos con 
una declaratoria de patrimonio de la Humanidad por la UNESCO. Lo anterior 
posibilitará la concurrencia de diferentes actores en un territorio determinado, 
quienes podrán generar beneficios sociales y económicos a la población que allí 
habita, permitiendo una eficiencia en la ejecución de recursos públicos y un 
crecimiento en la inversión privada.
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Por estas razones, este proyecto de ley contribuye en gran medida a combatir el 
mayor enemigo del país: la pobreza. Se busca brindar las herramientas adecuadas, 
en este caso una autonomía administrativa, política y presupuestal,  para que las 
comunidades en donde existe un impacto social, económico y cultural por causa 
de la declaratoria de Patrimonio de la Humanidad puedan desenvolverse 
apropiadamente en su entorno, fortalezcan sus capacidades y corrijan sus propias 
necesidades. Una comunidad independiente, que trabaje en conjunto con los 
municipios cercanos y en pro de mantener la declaratoria de Patrimonio de la 
Humanidad, logrará un mayor nivel de crecimiento económico con grandes 
beneficios para todos los involucrados, lo que en un futuro se espera se evidencie  
en primera medida en la eliminación de la pobreza extrema de estos nuevos 
municipios especiales como lo será  San Basilio de Palenque.

7. CONFLICTO DE INTERÉS

Teniendo en cuenta lo establecido en el artículo 3° de la Ley 2003 del 19 de 
noviembre de 2019, por la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se 
dictan otras disposiciones, que modifica el artículo 291 de la Ley 5ª de 1992, que 
establece la obligación al autor del proyecto presentar la descripción de las 
posibles circunstancias o eventos que podrán generar un conflicto de interés para 
la discusión y votación del proyecto, siendo estos, criterios guías para que los 
congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento. 

Frente al presente proyecto, se considera que no genera conflictos de interés, 
puesto que no generaría beneficios particulares, actuales y directos, conforme a lo 
dispuesto en la ley, dado que, el objeto del proyecto busca establecer condiciones 
para crear entidades territoriales del nivel municipal conforme al cumplimiento de 
unos requisitos excepcionales de carácter legal.

Sin embargo, se puede generar un conflicto de interés particular, directo y actual a 
los Congresistas que tengan un familiar, en el segundo grado de consanguinidad, 
primero de afinidad y primero civil, que fueran miembros de asambleas 
departamentales, toda vez que serán estos quienes decidan sobre la creación o no 
de las Entidades Territoriales municipales.

Finalmente, se recuerda que la descripción de los posibles conflictos de interés que 
se puedan presentar frente al trámite del presente proyecto de ley no exime del 
deber del Congresista de identificar causales adicionales.

En los términos anteriores, en nuestra condición de miembros del Congreso de la 
República y en uso del derecho consagrado en el artículo 152 de la Constitución 
Política de Colombia, reconociendo la existencia de la necesidad de la garantía de
la autonomía territorial y la obligación del Estado de proteger el Patrimonio 
Cultural Inmaterial, nos permitimos poner a consideración del honorable Congreso, 
este proyecto de ley.

De los Honorables Congresistas,

FERNANDO NICOLÁS ARAÚJO RUMIÉ JUAN MANUEL DAZA IGUARÁN
Senador de la República Representante a la Cámara - Bogotá
FEFEFFFFFEFFFFEFEFFFFFFFFFFFFF RNANDO NICOLÁS ARARARARARARARARARARARARARARARARARAARRAAAARAAÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚJÚÚJÚJJÚJJJÚJÚJÚJÚJJOOOOOOOOOOOOOOOOOOO RUMIÉ
SeSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSSS nador de la Repúblicaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaaa

ENRIQUE CABRALES BAQUERO HERNAN HUMBERTO GARZÓN RODRIGUEZ
Representante a la Cámara - Bogotá Representante a la Cámara - C/marca

CHRISTIAN MUNIR GARCÉS ALJURE JUAN DAVID VÉLEZ T.
Representante a la Cámara – Valle del Cauca Representante a la Cámara – Exterior

MILTON HUGO ANGULO VIVEROS ESTEBAN QUINTERO CARDONA
Representante a la Cámara – Valle del Cauca Representante a la Cámara - Antioquia

HENRY CUÉLLAR RICO AMANDA R. GONZÁLEZ RODRÍGUEZ
Representante a la Cámara - Huila Senadora de la República

JOSÉ OBDULIO GAVIRIA VÉLEZ EDWIN G. BALLESTEROS ARCHILA
Senador de la República Representante a la Cámara - Santander

MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA RUBY HELENA CHAGÜÍ SPATH
Senadora de la República Senadora de la República

CIRO ALEJANDRO RAMIREZ CORTÉS GUSTAVO LONDOÑO GARCÍA
Senador de la República Representante a la Cámara - Vichada

ERNESTO MACÍAS TOVAR HONORIO MIGUEL HENRÍQUEZ PINEDO
Senador de la República Senador de la República

PROYECTO DE LEY NÚMERO 262 DE 2021 
CÁMARA

por medio del cual se realizan cambios al artículo 81 
del Código Nacional de Policía y Convivencia y se 
introduce un término prudencial para la realización 
de acciones preventivas en caso de vía de hecho que 

pretendan perturbar la posesión.

II.. PPRROOYYEECCTTOO  DDEE  LLEEYY  

PPRROOYYEECCTTOO  DDEE  LLEEYY  ____________________________________  22002200  SSEENNAADDOO  

PPOORR  MMEEDDIIOO  DDEELL  CCUUAALL  SSEE  RREEAALLIIZZAANN  CCAAMMBBIIOOSS  AALL  AARRTTÍÍCCUULLOO  8811  DDEELL  CCÓÓDDIIGGOO  NNAACCIIOONNAALL  DDEE  PPOOLLIICCÍÍAA  YY  
CCOONNVVIIVVEENNCCIIAA  YY  SSEE  IINNTTRROODDUUCCEE  UUNN  TTÉÉRRMMIINNOO  PPRRUUDDEENNCCIIAALL  PPAARRAA  LLAA  RREEAALLIIZZAACCIIÓÓNN  DDEE  AACCCCIIOONNEESS  

PPRREEVVEENNTTIIVVAASS  EENN  CCAASSOO  DDEE  VVÍÍAA  DDEE  HHEECCHHOO  QQUUEE  PPRREETTEENNDDAANN  PPEERRTTUURRBBAARR  LLAA  PPOOSSEESSIIÓÓNN  

EELL  CCOONNGGRREESSOO  DDEE  CCOOLLOOMMBBIIAA  

DDEECCRREETTAA  

AArrttííccuulloo  11°°..  OObbjjeettoo.. La presente ley tiene por objeto otorgar a la Policía Nacional un mayor tiempo 
para la realización de la Acción Preventiva por Perturbación de que trata el Artículo 81° de la Ley 
1801 de 2016 “Por la cual se expide el Código Nacional de Policía y Convivencia”. 

AArrttííccuulloo  22°°.. El artículo 81 de la Ley 1801 de 2016 quedará así: 

ARTÍCULO 81. ACCIÓN PREVENTIVA POR PERTURBACIÓN. Cuando se ejecuten acciones con las cuales 
se pretenda o inicie la perturbación de bienes inmuebles sean estos de uso público o privado 
ocupándolos por vías de hecho, el alcalde y/o su delegado, la Policía Nacional y las autoridades 
ambientales según su jurisdicción, impedirá o expulsará a los responsables de ella, dentro de los 
cuarenta y cinco (45) días siguientes a la ocupación. 

El querellante realizará las obras necesarias, razonables y asequibles para impedir sucesivas 
ocupaciones o intentos de hacerlas por vías de hecho, de conformidad con las órdenes que impartan 
las autoridades con función. 

Parágrafo 1°. Cuando la ocupación irregular se realice en áreas de reserva forestal, en áreas 
consideradas y declaradas Parques Nacionales Naturales, en áreas pertenecientes al sistema nacional 
de áreas protegidas y de especial importancia ecológica municipal, nacional etc., la acción preventiva 
se podrá realizar en cualquier tiempo, salvaguardando los derechos fundamentales de sujetos de 
especial protección que se puedan ver involucrados. 

Parágrafo 2°. Para la ejecución, seguimiento, aplicación de la presente disposición confórmese en los 
entes municipales y distritales un comité interinstitucional de Planeación, coordinación, ejecución y 
seguimiento para el control de ocupaciones irregulares y protección de ecosistemas en las zonas 
rurales y urbanas del municipio o distrito. Dicho Comité será presidido por el alcalde y/o su delegado 
y la coordinación estará a cargo de las dependencias de seguridad de cada municipio o distrito. En 
cualquier caso, se deberá involucrar en el proceso de ejecución, seguimiento y aplicación a las 
respectivas autoridades ambientales. 

PPaarráággrraaffoo  33°°..    Las autoridades públicas ,una vez tengan conocimiento del hecho perturbador a la 
propiedad pública o privada, como consecuencia de invasión o asentamiento ilegal y en aras de la 
protección de la propiedad y del medio ambiente, de manera inmediata tomara las medidas 
administrativas y policivas necesarias de conformidad con sus funciones y competencias, con el fin 
evitar cualquier incremento del hecho perturbador, en tanto se surta el trámite administrativo y 
policivo en los términos de este artículo.  

AArrttííccuulloo  33°°..  VViiggeenncciiaa.. La presente ley rige a partir de la fecha de su expedición y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias. 

De los honorables Senadores, 

GGAABBRRIIEELL  JJAAIIMMEE  VVEELLAASSCCOO  OOCCAAMMPPOO  
Senador de la República 
Centro Democrático 

CCHHRRIISSTTIIAANN  GGAARRCCÉÉSS  
Representante a la Cámara 
Centro Democrático 

JJUUAANN  FFEERRNNAANNDDOO  RREEYYEESS  KKUURRII  
Representante a la Cámara 
Partido Liberal 
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–

–

“fabricación, tráfico o porte de e

recursos naturales renovables, instrumentalización de niños, niñas y adolescentes, entre otro”

Desde el punto de vista ambiental, las invasiones realizadas por grupos dedicados a la “parcelación” 

–

ocupadas y que Ciudad Bolívar se encuentra en un “Nivel de ocupación extremo” producto del 
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82 83 84 85 

, en los que se viene invadiendo la ciénaga “La Virgen” generando afectaciones al medio 

“
” a ́

a ́ a ́ ó

MORALES, Jorge Iván (2017) “Invasión de terrenos como afectación a la convivencia y la seguridad.”

é

a ́ a ́ ó

PROYECTO DE LEY NÚMERO 262 DE 
2020- SENADO 

por medio de la cual se fortalece la educación en 
cuidados paliativos.

                                 
PROYECTO DE LEY No. ____ de 2020- SENADO 

 
“Por medio de la cual se fortalece la educación en cuidados paliativos” 

 
 

El Congreso de la República 
Decreta 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 
 
       Todo ciudadano tiene derecho a un tratamiento integral del dolor o cuidados 
paliativos cuando su estado de salud lo requiera. Así lo establece el marco legal 
vigente, pero en la práctica, la norma es de papel y, por ejemplo, en el año 2016, 
según cifras del Observatorio de Cuidados Paliativos, cerca de 82.000 colombianos 
no pudieron acceder a este tratamiento. 
 
        Una de las variables que afecta la garantía efectiva de este derecho es la falta 
de formación académica en la materia, que deriva en la falta de personal capacitado. 
Es por ello que la presente iniciativa legislativa pretende fortalecer la formación en 
estos cuidados paliativos durante de los cursos de pregrado de medicina, enfermería, 
fisioterapia y psicología y demás ciencias de la salud. 

        Para justificar esta medida se hizo: (i) Una revisión normativa y jurisprudencial 
de los cuidados paliativos en Colombia y (ii) Un análisis la formación académica en 
cuidados paliativos en nuestro país, las cuales se relacionan a continuación y (iii) 
Una mesa de trabajo el 12 de junio del 2018 con la participación del Gobierno 
Nacional, la academia y algunos integrantes de las comisiones séptimas. En la 
socialización del proyecto se contó con el respaldo de ASCOFAME a la iniciativa. 
 

 
A continuación, se relacionan brevemente cada uno de estos puntos: 

 
 

            (i)  Normativa sobre Cuidados Paliativos 
 
             De acuerdo con el Código de Ética Médica vigente en Colombia, el fin 
principal de la medicina es cuidar la salud del hombre, prevenir las enfermedades y 
mejorar los patrones de vida de la colectividad.1 En esa línea de propender por cuidar 
la salud y mejorar sus patrones de vida, se ha desarrollado un despliegue normativo 
y jurisprudencial en Colombia sobre los cuidados paliativos. 
 

                                                
1 ley 23 de 1981, artículo 1. 
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               La ley más importante sobre la materia es la “Ley Consuelo Devis 
Saavedra” - Ley 1733 de 2014, que estableció que los cuidados paliativos, 
entendidos como un tratamiento integral del dolor, eran un derecho: 
 

 Artículo 1°. Objeto. Esta ley reglamenta el derecho que tienen las personas 
con enfermedades en fase terminal, crónicas, degenerativas e irreversibles, a 
la atención en cuidados paliativos que pretende mejorar la. calidad de vida, 
tanto de los pacientes que afrontan estas enfermedades, como de sus 
familias, mediante un tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y 
otros síntomas, teniendo en cuenta sus aspectos psicopatológicos, físicos, 
emocionales, sociales y espirituales (…) 

 
            Esta misma Ley definió los cuidados paliativos en su artículo cuarto, como 
los cuidados apropiados para el paciente con una enfermedad terminal, crónica, 
degenerativa e irreversible, en la que el control del dolor requiere apoyo médico, 
social, espiritual, psicológico familiar, durante la enfermedad y el duelo. Asimismo, 
estableció que el objetivo de estos cuidados es lograr la mejor calidad de vida posible 
para el paciente y su familia. 
 
          En el desarrollo de la Ley 1733, la Resolución 1216 del 2015 reglamentó el 
acceso de las personas con enfermedades en fase terminal a la atención en cuidados 
paliativos para mejorar la calidad de vida, tanto de ellos (los pacientes) como de sus 
familias, mediante un tratamiento integral del dolor. 
 
        La Circular 23 de 2016 del Ministerio de Salud, dirigida a las entidades 
prestadoras de planes de beneficios de los regímenes Contributivo, Subsidiario 
Especial y de Excepción, a IPS, a entidades territoriales, a talento humano en salud 
y a usuarios, contiene las instrucciones para la garantía de los derechos de los 
pacientes que requieran cuidados paliativos, con el objetivo de garantizar una 
atención integral. Este debe incluir, entre otras cosas, la atención prestada por 
especialistas en dolor y/o cuidado paliativo y equipos de salud que cuenten con 
técnicos, profesionales o especialistas del área de la salud, con formación certificada 
o competencias relacionadas con la atención de pacientes que requieren manejo del 
dolor y cuidados paliativos. 
 
 
Jurisprudencia 
 
       En Sentencia T-970 de 2014, la Corte Constitucional definió los cuidados 
paliativos y/o ortotanasia, como el tratamiento médico que dignifica la vida de 
aquellas personas que de forma inevitable van a morir, pero esperan la muerte de 
forma natural. En el desarrollo de esta definición, la corte estableció que estos 
cuidados se constituyen como un esfuerzo terapéutico para disminuir al máximo el 
sufrimiento del paciente que es ocasionado por los efectos colaterales de la 
enfermedad terminal: “son una alternativa intermedia entre la eutanasia y distanasia, 
pues no se prolonga la vida de forma innecesaria y tampoco la termina 

deliberadamente”. 
 
        De igual forma, en Sentencia C-233 de 2014 la misma corporación evidenció 
que las finalidades específicas de los cuidados paliativos son: alcanzar y mantener 
un nivel óptimo de control del dolor y de los efectos causados por su sintomatología; 
afirmar la vida y entender el proceso de morir como normal; no apresurar ni posponer 
la muerte; integrar aspectos psicológicos y espirituales en los cuidados brindados al 
enfermo y ofrecer las herramientas que permitan a los. pacientes vivir de manera 
activa hasta el momento de su muerte. 
 
          Más recientemente, la Corte Constitucional se refirió a los cuidados paliativos 
en Sentencia T-721 de 2017. Allí sostuvo que el derecho fundamental a morir con 
dignidad tiene múltiples dimensiones, entre las que se puede distinguir la de 
cuidados paliativos. En este sentido sostuvo la corporación que estos: 
 
           “Se deben suministrar a los pacientes que padecen una enfermedad en fase 

terminal o crónica, degenerativa e irreversible, con alto impacto en la calidad 
de vida, con el fin de mejorar su calidad respecto del paciente y de su familia, 
a través de un tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y otros 
síntomas, teniendo en cuenta aspectos psicopatológicos, físicos, 
emocionales, sociales y espirituales.” 

 
En esta providencia recordó que el cuidado paliativo no está dado únicamente para 
pacientes en fase terminal, sino también para las personas que padecen 
enfermedades crónicas, degenerativas, irreversibles y de alto impacto para la calidad 
de vida. De esta forma, el cuidado paliativo incluye no sólo el manejo del dolor, sino 
de otros síntomas, teniendo en cuenta aspectos psicopatológicos, físicos, 
emocionales, sociales y espirituales, tanto del paciente como de su familia. 
Finalmente, recordó que el otorgamiento de los servicios de cuidados paliativos está 
a cargo de las E.P.S. públicas y privadas, que deben garantizar cobertura, equidad, 
accesibilidad y calidad. 
 
          Todo el desarrollo normativo en Colombia fue en gran medida una 
consecuencia del desarrollo internacional sobre la materia. La Organización Mundial 
de la Salud (OMS) definió los cuidados paliativos como "el cuidado activo total de los 
pacientes cuya enfermedad no responde ya al tratamiento”. En el desarrollo de la 
definición, se estableció que estos cuidados daban prioridad al control del dolor y a 
otros síntomas y problemas de orden psicológico, social y espiritual. Siendo el 
principal objetivo de estos cuidados “proporcionar la mejor calidad de la vida para los 
pacientes y sus familiares". 
 
          Aunque el desarrollo normativo en Colombia significó un avance importante en 
el marco de la medicina de dolor, no fue suficiente establecer estos cuidados como 
un derecho, porque en la práctica el acceso a este tratamiento es insuficiente. 

               (ii)  Acceso a cuidados paliativos en Colombia: 
 
          Según el informe del Observatorio de Cuidados Paliativos de la Universidad 
del Bosque, en el año 2016 en Colombia ocurrieron 136.846 muertes por condiciones 
susceptibles de cuidados paliativos, y solo el 40% tuvo acceso al servicio. Es decir, 
alrededor de 50.000 colombianos murieron sin. los cuidados necesarios para 
menguar su dolor, o mejorar su calidad de vida. 
            
       De estos casos, 42.856 correspondieron a cáncer, 35.564 a enfermedades 
isquémicas del corazón, 14.430 casos a enfermedad cerebrovascular y 13.023 casos 
a la enfermedad pulmonar obstructiva crónica. 
 
             El mismo informe revela que departamentos como Putumayo, Guaviare, San 
Andrés y Providencia, Amazonas, Vichada, Vaupés, Guainía y Arauca no cuentan 
con servicios para pacientes terminales. 
 
            Una de las variables que puede explicar la ausencia de este servicio es la 
falta de formación académica y profesional en esta materia. De acuerdo con el 
Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (SNIES), solo 5 de 
57 facultades de medicina del país tienen en la actualidad formación en cuidados 
paliativos en el pregrado. 
 
          En programas de posgrado y cursos adicionales se encuentra que hay 7 
programas de especialización, 1 programa de especialización centrado en medicina 
del dolor, 3 diplomados y programas adicionales como 1 semillero de cuidados 
paliativos y 3 electivas. 
 
 

 
TIPO DE PROGRAMA DEPARTAMENTO INSTITUCIÓN PROGRAMA 

DE 
FORMACIÓN 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
ESPECIALIZACIÓN 

 
 
 
ANTIOQUIA 
 
 
 
 
 
 
 

UNIVERSIDAD CES MEDICINA 
UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA MEDICINA 
UNIVERSIDAD SAN 
BUENAVENTURA SECCIONAL 
MEDELLÍN 

PSICOLOGÍA 

 
UNIVERSIDAD PONTIFICIA 
BOLIVARIANA 

ENFERMERÍA 
PSICOLOGÍA 
TRABAJO 
SOCIAL 

 FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DE MEDICINA 

 
BOGOTÁ D.C. 
 
 
 
 

CIENCIAS DE LA SALUD 
UNIVERSIDAD DEL ROSARIO MEDICINA 
UNIVERSIDAD EL BOSQUE MEDICINA 
UNIVERSIDAD MILITAR NUEVA 
GRANADA 

MEDICINA 

 
 
 
 
DIPLOMADO 

 
 
 
 
BOGOTÁ D.C. 
 
 
 
 
 
 

 
 
FUNDACIÓN UNIVERSITARIA 
SANITAS 

ENFERMERÍA 
MEDICINA 
PSICOLOGÍA 
TRABAJO 
SOCIAL 

FUNDACIÓN UNIVERSITARIA 
LOS LIBERTADORES 

PSICOLOGÍA 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
COLOMBIA 

ENFERMERÍA 

 
 
ELECTIVA 

MAGDALENA 
 
 

UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE 
COLOMBIA SEDE SANTA MARTA 

ENFERMERÍA 

SANTANDER 
 
 

UNIVERSIDAD DE SANTANDER ENFERMERÍA 

 
VALLE DEL CAUCA 
 

UNIVERSIDAD DEL VALLE ENFERMERÍA 

 
 
 
 
PREGRADO 
 
 
 
 
 
 
 
 

ANTIOQUIA UNIVERSIDAD PONTIFICIA 
BOLIVARIANA 

ENFERMERÍA 
MEDICINA 
PSICOLOGÍA 

 
BOGOTÁ D.C. 

UNIVERSIDAD DE LA SABANA MEDICINA 
UNIVERSIDAD DEL ROSARIO MEDICINA 

PSICOLOGÍA 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
COLOMBIA 

ENFERMERÍA 

SANTANDER 
 

UNIVERSIDAD INDUSTRIAL DE 
SANTANDER 

MEDICINA 

VALLE DEL CAUCA UNIVERSIDAD DEL VALLE MEDICINA 

SEMILLERO DE 
CUIDADO 
PALIATIVO 

 
SANTANDER 

 
UNIVERSIDAD AUTONOMA DE 
BUCARAMANGA 

 
ENFERMERÍA 

Fuente: Elaboración propia con base en la información del Observatorio de Cuidados Paliativos y el 
SNIES 
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Es por lo anterior, que el presente Proyecto de Ley busca materializar el 

derecho a la atención en cuidados paliativos cuando un ciudadano colombiano lo 
requiera, mediante el fomento y promoción de la educación en cuidados paliativos 
a nivel nacional. Esto, garantizando que, en la formación obligatoria de los médicos, 
enfermeras, psicólogos, trabajadores sociales y fisioterapeutas del país, se 
incorporen las competencias profesionales para atender a los pacientes en etapa 
terminal. 

 
           Si bien la Constitución Política reconoce el principio de autonomía 
universitaria en su artículo 69, la presente iniciativa no busca cambiar el Plan 
Básico de Estudios de Medicina, Enfermería, Psicología y Fisioterapia, sino 
establecer que de manera transversal en el pensum de estos estudios se deben 
integrar los núcleos básicos de los cuidados paliativos, en aras de lograr una 
mayor protección a los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna, 
previstos en los artículos 11 y 49 de la Carta de 199 
 
 
          La Corte Constitucional ha entendido el principio de autonomía 
universitaria2 como la facultad que tienen las universidades para darse sus 
directivas y regirse por sus propios estatutos. De esta forma, propende por la 
garantía de cada institución de desarrollar su misión, filosofía y objetivos, en un 
entorno adaptado a su ideología y los fines académicos que se plantea. 
 
                No obstante, lo anterior, es importante recordar que a la luz de la Carta 
de 1991 ningún principio es absoluto y la autonomía universitaria no es la 
excepción. Así lo ha entendido también el Tribunal Constitucional, pues ha 
sostenido que este no se trata de una potestad absoluta, en tanto existen límites 
a su ejercicio, que están dados principalmente por la Ley y el respeto a los 
derechos fundamentales. Así pues, ha señalado que la autonomía universitaria se 
encuentra limitada, entre otras cosas, por “el amplio margen de configuración 
política que el artículo 150-23 le reconoce al Congreso para expedir las leyes que 
regirán la prestación efectiva de los servicios públicos, entre los que se cuenta el 
de educación” y “el respeto por el ejercicio legítimo de los derechos 
fundamentales, derivado de la obligación que el artículo 2° de la Carta le impone 
a las autoridades de la República para garantizar y propender por la efectividad 
de todos los derechos ciudadanos”3               
 
 En aras de lograr una protección efectiva a los usuarios del sistema de salud y 
permitir un acceso a los cuidados paliativos sin que se produzca una limitación 
desproporcionada al principio de autonomía universitaria, el presente proyecto de 

                                                
2 sentencias T-068 de 2012 (M.P: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), T-703 de 2008 (M.P: Manuel José Cepeda Espinosa) 
3 sentencias T-933 de 2005 (M.P: Rodrigo Escobar Gil), Sentencia T-020 de 2010, (M.P. Humberto 
Antonio Sierra Porto) y Sentencia T-141/13 (M.P. Luis Ernesto Vargas Silva) 

ley busca promover y fomentar la integración a los núcleos básicos de los 
cuidados paliativos en el plan de estudios de los programas educativos de 
Psicología, Medicina, Enfermería, Fisioterapia y demás ciencias de la salud. 
 

 
 
 

 
MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA 
                     Senadora de la República  
                    Partido Centro Democrático 

 

PROYECTO DE LEY No.______ de 2020- SENADO 
 

“Por medio de la cual se fortalece la educación en cuidados paliativos” 
                                           
                                        EL CONGRESO DE COLOMBIA 
                                                          DECRETA 

 

Articulo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto fomentar y promover la integración 
de los núcleos básicos de los cuidados paliativos en el plan de estudios de los 
programas educativos de Psicología, Medicina, Enfermería y Fisioterapia.   

Articulo 2°. Plan de Estudio. A partir de 2022, los Planes educativos de Psicología, 
Medicina, Enfermería y Fisioterapia deberán incorporar de forma transcurricular temáticas 
de cuidados paliativos en las materias existentes, con el fin de garantizar el derecho 
efectivo de los ciudadanos colombianos a la atención en cuidados paliativos.  

El Ministerio de Educación Nacional reglamentará los parámetros y horas mínimas que 
deberán cumplir las instituciones de educación superior para este fin, así ́ como la 
supervisión y cumplimiento de estos.  

Parágrafo 1°. En observancia del principio de autonomía universitaria, cada institución de 
educación superior incluirá́ contenido que aborde temáticas de cuidados paliativos, en 
concordancia con sus programas académicos y su modelo educativo.  

Articulo 3°. Adiciónese el siguiente parágrafo al artículo 7o de la Ley 1733 de 2014, el 
cual quedará así:  

Artículo 7º.: Talento Humano. Las Entidades Promotoras de Salud (EPS) 
garantizarán el acceso a la atención de servicios de cuidado paliativo, incorporando a su 
Red de Atención Instituciones Prestadoras de Salud (IPS) con personal capacitado en 
cuidado paliativo, al cual le sea ofrecida educación continuada en el tema. 

Parágrafo: El Estado promoverá la formación de postgrados y la investigación en 
cuidados paliativos, y el apoyo a las familias y demás cuidadores en la atención de 
enfermos crónicos o terminales para que reciban los cuidados paliativos. 
 
Articulo 4°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
aquellas que le sean contrarias.  
 

 
MARÍA DEL ROSARIO GUERRA DE LA ESPRIELLA  

Senadora de la República 
Partido Centro Democrático 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 264 DE 2020 
SENADO

por el cual se garantizan los derechos de los 
cuidadores familiares de personas dependientes, y se 

dictan otras disposiciones.

1 

 

 

 
 

PROYECTO DE LEY No.  DE 2020 SENADO: 

“Por el cual se garantizan los derechos de los CUIDADORES FAMILIARES de personas 
DEPENDIENTES, y se dictan otras disposiciones”. 

 
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

 
DECRETA: 

 
I. Objeto Del Proyecto 

 
La presente ley tiene por objeto reconocer y garantizar los derechos que tienen los cuidadores 
familiares de las personas que dependen de ellos por su situación física, mental, social, intelectual, 
sensorial o su vulnerabilidad asociada con la edad, para realizar las actividades esenciales de su vida 
diaria. 

 
II. Justificación Del Proyecto 

 
El presente proyecto de ley se examina los principios generales del Estado Social de Derecho desde 
la perspectiva del derecho constitucional. Posteriormente, se hace hincapié en el derecho a la salud 
a la luz de los principios fundamentales de dignidad humana y solidaridad. Tras ello, se da paso a los 
planteamientos que indican cuál es la situación tanto del cuidador como del receptor de cuidado 
tratando de mostrar la desprotección relativa de los cuidadores familiares al interior del sistema 
jurídico colombiano y su pugna con los principios generales acá examinados. Por último, se abordan 
las experiencias y propuestas que en torno a su protección han surgido tanto a nivel nacional como 
internacional, para analizar el impacto de la economía del cuidado en el desarrollo socioeconómico 
del país. 

 
A. SALUD, DIGNIDAD Y SOLIDARIDAD 

 
La salud, al igual que la dignidad humana y la solidaridad, tiene un reconocimiento prioritario en la 
jurisprudencia constitucional, pero a diferencia de las anteriores, la salud ha sido considerada como 
un derecho. 

 
En este sentido se pronunciaron las sentencias de la Corte Constitucional T 227 de 2003 y T 171 de 
2018, que señalan: 

 
La sentencia T-227 de 20031 “Será fundamental todo derecho constitucional que funcionalmente esté 
dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo. Es decir, en la medida 
en que resulte necesario para lograr la libertad de elección de un plan de vida concreto y la posibilidad 
de funcionar en sociedad y desarrollar un papel activo en ella”. 

 
 

1 Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT, diecisiete (17) de marzo de dos mil tres (2003). Corte 
Constitucional, Sala Séptima de Revisión. 
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La sentencia T-171 de 20182 ratifica la anterior al decir que la salud es uno de los derechos 
fundamentales de las personas y que este se basa en la dignidad de humana y en la realización plena 
del Estado Social de Derecho3. 

La salud es en sí misma la integridad física y espiritual de la persona natural y en este sentido un 
derecho que puede ser entendido con componentes objetivos y subjetivos, sin perder por ello su 
carácter de derecho fundamental, puesto que la salud funcionalmente conduce al logro de la 
dignidad humana. 

Al examinar la salud a la luz de la perspectiva constitucional de la dignidad humana, se hace evidente 
una estrecha relación. De una parte se encuentra que el goce de buena salud permite el ejercicio de 
la autonomía en la elección de un proyecto de vida; dicho de otra forma, en la medida la inexistencia 
de una buena salud constriñe las posibilidades de acción de la persona, esta condición no sólo implica 
la reducción de las posibilidades en el ejercicio de labores que provean al sujeto de los elementos 
materiales necesarios para su existencia, sino que representa también una serie de costos 
económicos en los que se debe incurrir para el tratamiento o cuidado de la condición. Este gasto 
diferencial genera en la salud una dimensión prestacional que, como lo indica la Corte Constitucional 
“se materializa con la prestación integral de los servicios y tecnologías que se requieran para 
garantizar la vida y la integridad física, psíquica y emocional de los ciudadanos”. 

De la misma forma que la dignidad humana, el principio de solidaridad vinculado con el derecho a la 
salud, se hace evidente en pronunciamientos de la Corte Constitucional. En 2015, este organismo 
señaló: “el principio de solidaridad atribuye a los miembros de una sociedad el deber de ayudar, 
proteger y socorrer a sus parientes cuando se trata del goce de sus derechos fundamentales a la salud 
y a la vida digna”4. 

Este pronunciamiento no excluye que tanto la sociedad como el Estado deban cumplir un papel activo 
en su protección. El carácter de la salud como un derecho fundamental hizo necesaria la formulación 
de una ley de jerarquía superior y prioritaria: la Ley Estatutaria 1751 de 2015, “Por medio de la cual 
se regula el derecho fundamental a la Salud y se dictan otras disposiciones”. Esta ley, además de 
reconocer la salud como un derecho, hace hincapié en el principio de solidaridad que lo fundamental: 
“El sistema [de salud] está basado en el mutuo apoyo entre las personas, generaciones, los sectores 
económicos, las regiones y las comunidades”5. 

2 Magistrado Ponente: Dra. CRISTINA PARDO SHLESINGER, siete (7) de mayo de dos mil dieciocho (2018). Corte 
Constitucional, Sala Séptima de Revisión. 

3 3.1.9. Finalmente, la sentencia central en el reconocimiento del acceso a los servicios de salud como derecho fundamental 
autónomo fue la sentencia T-760 de 2008. En este pronunciamiento la Corte se apoyó en los desarrollos internacionales 
y en su jurisprudencia precedente para trascender la concepción meramente prestacional del derecho a la salud y 
elevarlos, en sintonía con el Estado Social de Derecho, al rango de fundamental. En este sentido, sin desconocer su 
connotación como servicio público, la Corte avanzó en la protección de la salud por su importancia elemental para la 
garantía de los demás derechos. 

4 Sentencia T-510 de 2015. Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, diez (10) de agosto de dos mil 
quince (2015). Corte Constitucional, Sala Cuarta de Revisión. 

5 Ley Estatutaria 1751. Diario Oficial No. 49.427de la República de Colombia, dieciséis (16) de febrero de 2015, artículo 6, 
literal j. 

La solidaridad en torno al derecho a la salud debe guiar las actuaciones de la familia, sociedad y 
Estado, siendo la primera su eje primordial. Es por ello que, la familia debe ser singularizada y 
apoyada en la regulación que protege el derecho a la salud, y dentro de ellas es indispensable 
reconocer a quienes deben asumir el papel de cuidadores para garantizarles tanto a ellos como a las 
personas a su cargo, el derecho a la salud, teniendo en cuenta que los cuidados en casa constituyen 
una forma, sin duda la más frecuente y necesaria, de concreción de la dignidad humana y de la 
solidaridad. 

B. LOS CUIDADORES FAMILIARES 

El derecho fundamental a la salud, responsabilidad de la familia, la sociedad y el Estado, exige de ellos 
un papel activo, simultáneo y sinérgico en su defensa. Es por ello necesario concentrar una forma de 
dar apoyo a los cuidadores familiares quienes tienen un papel protagónico en el caso de la protección 
de personas dependientes y vulnerables. Son estos cuidadores familiares y a través de ellos los 
receptores de sus cuidados, los sujetos esenciales del presente proyecto de ley. 

Cuando se habla de cuidadores familiares, se hace referencia a una persona que asume la 
responsabilidad y representa el primordial agente de cuidado de un familiar quien vive una situación 
de dependencia y requiere asistencia básica y apoyo para realizar las actividades de la vida diaria. 
Este cuidador familiar participa y asume de manera solidaria las decisiones y conductas requeridas 
para garantizar la dignidad de la persona cuidada y requiere para ello apoyo de una red social y del 
Estado. 

Al respecto el Ministerio de Salud y Seguridad Social señala en su artículo 3 “Se entiende por cuidador, 
aquella persona que brinda apoyo en el cuidado de otra persona que sufra una enfermedad grave, 
sea congénita, accidental o como consecuencia de su avanzada edad, que dependa totalmente de un 
tercero para movilizarse, alimentarse y realizar sus necesidades fisiológicas; sin que lo anterior 
implique sustitución del servicio de atención paliativa o atención domiciliaria a cargo de las EPS o EOC 
por estar incluidos en el Plan de beneficios en salud cubierto por la UPC”6. 

Se entiende así que los cuidadores familiares brindan un apoyo a personas que ostentan condiciones 
de alta vulnerabilidad física o mental, quienes son sujetos de protección especial por parte del Estado, 
la sociedad y la familia, para realizar sus tareas cotidianas y orgánicas que no pueden ser desarrolladas 
de manera independiente. Más aún, puede suponerse que, si estas actividades no son soportadas 
por un tercero ellas conducirán a un aceleramiento en el deterioro de la salud de las personas 
vulnerables involucradas y afectarán de manera negativa su dignidad humana con un impacto 
también negativo en su integridad moral y en el ejercicio de su autonomía personal. 

Respecto de lo anterior la Corte Constitucional ha indicado: “se destaca que en cuanto el cuidador es 
un servicio que, en estricto sentido, no puede ser catalogado como de médico, esta Corte ha entendido 
que, al menos en principio, debe ser garantizado por el núcleo familiar del afiliado y no por el Estado. 
Ello, pues propende por garantizar los cuidados ordinarios que el paciente requiere dada su 
imposibilidad de procurárselos por sí mismo, y no tiende por el tratamiento de la patología que lo 
afecta. No obstante, se tiene que dada la importancia de estas atenciones para la efectiva pervivencia  

6 Resolución 005928 de 2017 del Ministerio de Salud y Seguridad Social, artículo 3. El concepto que se menciona no es 
explícitamente el de “Cuidador Familiar”, sino solo “Cuidador”. 

el afiliado y que su ausencia necesariamente implica una afectación de sus condiciones de salubridad  
y salud, es necesario entender que se trata de un servicio indirectamente relacionado con aquellos 
que pueden gravar al sistema de salud.7”  

Considerando que el cuidado debe ser garantizado en primera medida por la familia, con el 
consecuente desgaste que ello genera para el cuidador familiar, se hace necesario atender el 
principio de solidaridad que se analizó anteriormente, y que “atribuye a los miembros de una sociedad 
el deber de ayudar, proteger y socorrer a sus parientes cuando se trata del goce de sus derechos 
fundamentales a la salud y a la vida digna”8. 

Es preciso también recordar que la Corte Constitucional establece que “[el] deber de solidaridad no 
puede menoscabar los derechos o las necesidades de los familiares cercanos, en virtud de la 
protección de los derechos del afectado, pues, no en pocos casos, el deber de solidaridad se 
contrapone a los deberes de los cuidadores primarios”9. 

Con frecuencia se suma a la responsabilidad del cuidado de un familiar dependiente, una afectación 
patrimonial relacionada con los costos del tratamiento y adquisición de requerimientos especiales, 
que en el caso del cuidador familiar es con frecuencia acompañada por la obligación de renunciar o 
el hecho de ser despedido del trabajo por la demanda de tiempo y esfuerzo que su responsabilidad 
con la persona dependiente le genera. “[…] Los costos que más agobian a las familias de la Región 
Andina colombiana son, en su orden, los de salud, transporte, vivienda, alimentación y 
comunicaciones. El consumo real efectivo familiar se modifica al cuidar a una persona con enfermedad 
crónica… Las familias colombianas que residen en la región Andina del país tienen una elevada carga 
financiera atribuible al cuidado de una persona con enfermedad crónica.10”.  

Más de un centenar de estudios realizados en Colombia con Cuidadores familiares de personas 
dependientes señalan que los cuidadores familiares son en su mayoría mujeres, adultas en edad 
productiva o adultos mayores que a su vez requieren de cuidado, sin desconocer que en algunos 
casos son los menores de edad quienes deben asumir esta responsabilidad11. Señalan estos estudios 
que el rol de cuidador familiar afecta el proyecto de vida de las personas, la economía personal, la 
posibilidad de continuar estudios y en muchos casos interfiere en su estado civil. Si bien existen 
particularidades en las cinco regiones macro geográficas del país, se hace evidente que los cuidadores 
tienen alta carga con el cuidado familiar y baja habilidad para el mismo, lo que genera riesgo para 

7 Sentencia T-065 de 2018. Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS, veintiséis (26) de febrero de dos mil dieciocho 
(2018). Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión. 

8 Sentencia T-154 de 2014. Magistrado Ponente: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, catorce (14) de marzo de dos mil 
catorce (2014). Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión. 

9 Sentencia T-510 de 2015. Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, diez (10) de agosto de dos mil 
quince (2015). Corte Constitucional, Sala Cuarta de Revisión. 

10 Sánchez B, Gallardo K, Montoya L, Rojas M, Solano S, Vargas L. Carga financiera del cuidado familiar del enfermo crónico en 
la Región Andina de Colombia. Revista ciencias de la salud, [s.l.], v. 14, n. 03, p. 341-352, sep. 2016. ISSN 2145-4507. 

11 Carreño S & Chaparro L. (2017). Agrupaciones de cuidadores familiares en Colombia: perfil, habilidad de cuidado 
ysobrecarga. Pensamiento Psicológico, 15(1), 87-101. https://dx.doi.org/10.11144/Javerianacali.PPSI15-1.ACFC 

ellos y sus familiares dependientes, y que la mayoría de los cuidadores familiares colombianos percibe 
desprotección y abandono por parte de las instituciones y del Estado12. 

La Corte Constitucional señala que las familias con personas cuya autonomía se ve afectada por que 
sus capacidades físicas o mentales se encuentran disminuidas, deben atender y proteger de manera 
temporal o definitiva a sus integrantes dependientes pero también advierte la obligación del Estado 
frente a esta garantía: “Así pues, en primera instancia, los familiares son los llamados a responder 
por el cuidado y la atención del afectado, sin embargo, cuando ello no se pueda cumplir, la obligación 
se traslada, subsidiariamente, al Estado con cargo al Sistema General de Seguridad Social en Salud”13.  

De esta forma, es evidente que las familias y dentro de ellas quienes ejercen el papel de cuidadores 
familiares principales, ameritan reconocimiento, apoyo social y económico para realizar tan valiosa y 
necesaria labor, con calidad, de manera que tanto el receptor de sus cuidados, como ellos mismos, 
puedan llevar una vida digna con la adecuada atención de sus necesidades básicas. 

C. JURÍDICA 

Al revisar aquello que se relaciona con el derecho, ejercicio e interpretación sobre los cuidadores 
familiares de personas dependientes en Colombia, se encuentra que hay un vacío jurídico con 
respecto al cuidador familiar. 

La Corte Constitucional refiere una omisión con respecto al reconocimiento del cuidador familiar. 
Señala esta instancia que, “El Ministerio de Salud y de la Protección Social, mediante Resolución 5267 
del 22 de diciembre de 2017, estableció el listado de los procedimientos excluidos de financiación con 
los recursos del sistema de salud, entre los que omitió incluir expresamente el servicio de cuidador. 
Motivo por el cual se evidencia que este tipo específico de “servicio o tecnología complementaria” se 
encuentra en un limbo jurídico por cuanto no está incluido en el Plan de Beneficios, ni excluido 
explícitamente de él”14. 

De la misma forma, en el capítulo III de la Ley Estatutaria sobre la salud se contemplan algunos 
elementos concernientes a los profesionales y trabajadores de la salud, pero no se menciona al 
cuidador familiar. Dentro de ésta se determinó la autonomía y el respeto de su dignidad de los 
trabajadores: “Los trabajadores, y en general el talento humano en salud, estarán amparados por 
condiciones laborales justas y dignas, con estabilidad y facilidades para incrementar sus 
conocimientos, de acuerdo con las necesidades institucionales”15.  

12 Torres X, Carreño S, Chaparro L. Factores que influencian la habilidad y sobrecarga del cuidador familiar del enfermo crónico. 
Rev. Univ. Ind. Santander. Salud [Internet]. 2017 June [cited 2019 Mar 07] 49 (2): 330-338. Available from: 
http://www.scielo.org.co/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0121-08072017000200330&lng=en. 
http://dx.doi.org/10.18273/revsal.v49n2-2017006 

13 Sentencia T-510 de 2015. Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, diez (10) de agosto dedos mil 
quince (2015). Corte Constitucional, Sala Cuarta de Revisión. 

14 Sentencia T-065 de 2018. Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RÍOS, veintiséis (26) de febrero de dos mil dieciocho 
(2018). Corte Constitucional, Sala Novena de Revisión. 

15 Ley Estatutaria 1751. Diario Oficial No. 49.427de la República de Colombia, dieciséis (16) de febrero de 2015, Capitulo III. 
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A pesar de la conveniencia de este artículo, es evidente que en el talento humano en salud, se hace 
referencia a todos aquellos que guardan una relación de dependencia laboral y en cuanto a la 
protección de este derecho, sin embargo, a pesar de que los cuidadores familiares representan un 
talento humano aplicado solidariamente a la salvaguarda de la salud y dignidad humana de personas 
en estado de vulnerabilidad, es evidente cómo ellos se ven excluidos de esta consideración que les 
generaría protección social. 

Tal como lo señala Cortés González, la Corte Constitucional en su sentencia SU – 039 de 199816, 
definió la protección social como el “Conjunto de medidas institucionales tendientes a brindar a los 
individuos y sus familias las garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que pueden 
afectar su capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una subsistencia 
acorde con la dignidad del ser humano”17.  

La Ley 100 de 1993, al revisar el tema de la protección social, analizó casos que tienen la necesidad 
de una consideración especial e indicó que si bien pueden acceder a la pensión únicamente aquellas 
personas que cumplen con los requisitos establecidos para el Sistema General de Pensiones, las 
madres trabajadoras con hijos inválidos pueden acceder a la misma. 

De igual forma la Ley 797 de 2003 establece que el Fondo de Solidaridad Pensional tiene como 
propósito fundamental, beneficiar a los adultos mayores que durante la vida laboral no realizaron 
cotizaciones a ningún fondo pensional para acceder a la pensión de vejez, teniendo en cuenta algunas 
características especiales de dicha población, como por ejemplo su condición socioeconómica. De 
esta manera se articula el Sistema General de Pensiones – en adelante S.G.P. - con el Programa de 
Protección Social al Adulto Mayor – en adelante P.P.S.A.M. – generando los subsidios a través del 
Fondo de Solidaridad Pensional el cual está destinado a brindar su cobertura a los grupos de 
población que, por sus características y condiciones socio económicas, no tienen acceso a los 
sistemas de seguridad social18. 

De igual forma el Decreto 3771 de 2007 que reglamenta la administración y el funcionamiento de la 
subcuenta de subsistencia del Fondo de Solidaridad Pensional, encargado de financiar los auxilios 
para las personas adultas mayores siendo de carácter intransferible y en su Artículo 30 (modificado 
por el Decreto 4943 de 2009) establece requisitos para seleccionar a las personas adultas mayores 
beneficiarias de dichos subsidios19. 

16 Magistrado Ponente: Dr. HERNANDO HERRERA VERGARA, diecinueve (19) de febrero de mil novecientos noventa y 
ocho (1998). Corte Constitucional, Sala Plena. 

17 Cortés González, J. C. (2012). Estructura de la protección social en Colombia. Reforma a la administración pública (1 
ed.). Bogotá, D.C., Colombia: Legis. 

18 Documento: El Reconocimiento de los Derechos de los Adultos Mayores: Margarita María Rúa Atehortua - Trabajo de 
grado presentado como requisito parcial para optar al título de MAGISTER EN DERECHO CON PROFUNDIZACIÓN EN 
DERECHO CONSTITUCIONAL: Pág. Web: http://bdigital.unal.edu.co/50815/7/43091700.2015.pdf. 

19 Documento: El Reconocimiento de los Derechos de los Adultos Mayores: Margarita María Rúa Atehortua - Trabajo de 
grado presentado como requisito parcial para optar al título de MAGISTER EN DERECHO CON PROFUNDIZACIÓN EN 
DERECHO CONSTITUCIONAL: Pág. Web: http://bdigital.unal.edu.co/50815/7/43091700.2015.pdf. 

A su vez, la Ley 1251 de 2008 no se limitó a establecer unos requisitos sino a crear un Consejo 
Nacional del Adulto Mayor, el cual estaría pendiente sobre la realización y cumplimiento de las 
políticas públicas, estrategias y programas enfocados a la población adulta mayor, integrando en 
todos los procesos a la familia y fomentando la atención integral a esta población, además de 
fortalecer las políticas, estrategias y programas vigentes, también fomentaría los derechos y garantías 
de la población adulta mayor20. 

Es evidente que, al reconocerse al adulto mayor como un sujeto de especial protección, no implica, 
como erróneamente se ha llegado a pensar, que sea una caridad pública a los adultos mayores sino 
el reconocimiento de dignidad, igualdad a ellos fundado en el principio de la solidaridad. Se 
reconocen entonces tres distintos niveles de protección al adulto mayor a partir del artículo 46 de la 
Constitución Nacional como son: 

(i) La protección por parte del Estado 

(ii) La protección por parte de la familia y; 

(iii) La protección por parte de la sociedad21. 

(iv) Acto Legislativo 1 de 2005: “por el cual se adiciona el artículo 48 de la Constitución 
Política”: 

(v) "Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los 
cuales cada persona hubiese efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser 
inferior al salario mínimo legal mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los 
casos en que se puedan conceder beneficios económicos periódicos inferiores al salario 
mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas 
para tener derecho a una pensión". 

Además, este artículo define la obligatoriedad de la seguridad social como servicio público, que se 
prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley22. 

En tal sentido, debe entonces analizarse si este mismo derecho que ampara a las madres y los adultos 
mayores no debe amparar a los cuidadores que atienden a sus familiares en situación de 
vulnerabilidad y dependencia, quienes son eje del cuidado y cuyos derechos parecen invisibles al 
interior de la legislación. Tal como lo señala la CEPAL, la responsabilidad en el cuidado de personas 

20 Documento: El Reconocimiento de los Derechos de los Adultos Mayores: Margarita María Rúa Atehortua - Trabajo de 
grado presentado como requisito parcial para optar al título de MAGISTER EN DERECHO CON PROFUNDIZACIÓN EN 
DERECHO CONSTITUCIONAL: Pág. Web: http://bdigital.unal.edu.co/50815/7/43091700.2015.pdf. 

21 Documento: El Reconocimiento de los Derechos de los Adultos Mayores: Margarita María Rúa Atehortua - Trabajo de 
grado presentado como requisito parcial para optar al título de MAGISTER EN DERECHO CON PROFUNDIZACIÓN EN 
DERECHO CONSTITUCIONAL: Pág. Web: http://bdigital.unal.edu.co/50815/7/43091700.2015.pdf 

22 Sentencia T-224 de 1997, M.P. Carlos Gaviria Díaz, reiterada en T-099 de 1999, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, T-722 de 2001 
y T-175 de 2002, M. P. Rodrigo Escobar Gil. Corte Constitucional. 

dependientes debe ser compartida entre el estado y las familias23, para lo cual, se requiere, definir 
los derechos para el cuidado de la persona en dependencia y establecer y dar herramientas para el 
reconocimiento de los derechos de los cuidadores familiares de estas personas. 

D. SOCIAL 

Datos del Banco Mundial permiten afirmar que el índice de dependencia en Colombia (2015) es de 
45,6 siendo de 35,4 la dependencia de menores y de 10,2 la de personas adultas mayores y que el 
potencial de apoyo es de 9,8, que ocupó en 2013 el puesto 87 entre 181 países24. 

Según la Sala situacional de las Personas con Discapacidad (PCD) del Ministerio de Salud y Protección 
Social, Oficina de Promoción Social (2018), Colombia no tiene una cifra exacta de las personas con 
discapacidad, no obstante, el Censo del DANE de 2005 captó a 2.624.898 (6,3%) personas que 
refirieron tener alguna discapacidad. Desde el año 2002 a través del Registro de Localización y 
Caracterización de Personas con Discapacidad RLCPD, se han identificado y caracterizado 1.404.108 
personas cuya discapacidad es en su orden neuro motora, cognitiva, sensorial y que genera elevados 
niveles de dependencia funcional en las actividades de la vida diaria. De estas personas el 58% son 
mayores de 50 años siendo evidente cómo la avanzada edad se asocia con el incremento de la 
discapacidad. Esta sala documenta la inequidad de qué son víctimas estas personas dependientes25. 

Datos preliminares del censo del 2018 corroboran lo anterior y señalan que por cada 15 personas en 
edad productiva (entre los 15-59 años de edad) 56 personas potencialmente dependientes (menores 
de 15 y de 60 años y más de edad). Además, el 7,2% de la población que respondió al censo, dijo 
presentar alguna dificultad funcional para realizar sus actividades diarias (DANE, 2018)26. 

La población dependiente tenderá a crecer por diversos motivos, dentro de los cuales se encuentran 
el incremento de la edad y el de la enfermedad crónica. La Organización Mundial de la Salud (OMS) 
en el 2015, establece que entre los años 2000 y 2050, las personas de 60 años pasarán de ser 605 
millones a 2000 millones, representando el aumento del 11% al 22% de habitantes. Además, según 
el informe mundial sobre la discapacidad de la misma organización sacado en el 2010, estima que el 
15% de la población en el mundo vive con algún tipo de discapacidad, asociándolo al envejecimiento 
y también a la enfermedad crónica, otros problemas de salud y factores ambientales (OMS, 2012). 

23 CEPAL. Cuidado de personas dependientes debe ser compartido entre el Estado y las familias. 25 de octubre de 2012. 
Disponible en: https://www.cepal.org/es/comunicados/cuidado-de-personas-dependientes-debe-ser-compartido- 
entre-el-estado-y-las-familias. 

24 Banco Mundial, Index Mundi 2015. Colombia tasa de dependencia. 
https://www.indexmundi.com/es/datos/indicadores/SP.POP.DPND/compare?country=co 

25 Sala situacional de las Personas con Discapacidad (PCD) del Ministerio de Salud y Protección Social, Oficina de 
Promoción Social (2018), https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/DE/PS/sala-situacional- 
discapacidad-junio-2018.pdf. 

26 Departamento administrativo Nacional de Estadística. 2018. https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por- 
tema/demografia-y-poblacion/discapacidad. 

Un informe de la Universidad de La Sabana explica que la pirámide poblacional del país se ha invertido
a tal punto que hay más gente mayor de 60 años que niños menores de cinco. Es decir, se calcula que 
para el 2020 “por cada dos adultos mayores habrá un adolescente”, explica la investigación realizada 
por la Facultad de Medicina de esa universidad y la Asociación Colombiana de Gerontología y 
Geriatría27. 

El mismo informe, revela que 7 de cada 10 adultos mayores no tiene pensión. El documento señala 
que “si bien el 90% de la población colombiana tiene acceso y cobertura al sistema de salud, apenas 
el 26% de las personas mayores de 65 años en el país goza de una pensión. "Lo anterior deja en vilo a 
la mayoría de la población mayor, pues su falta de acceso al sistema pensional la convierte en una 
población vulnerable””28, lo cual demuestra que no hay garantías para esa población y que al 
envejecer existe una limitación de condiciones que permiten disfrutar la vida. 

La revista Dinero en el 2017, sacó un estudio donde refleja que el 74% de los adultos mayores no 
tienen pensión, por una parte confirmando el informe de la Universidad de La Sabana y por otra, 
entendiendo esto como una situación de fragilidad y abandono, por parte del Estado, lo cual los deja 
aún más desprotegidos, muchas veces en condición de pobreza extrema que lo señalan los autores, 
se da: “con violencia, maltrato, abuso y con un acceso al sistema de salud muy deficiente” (Dinero, 
2017). 

En el 2016, el Barómetro de las Américas del Observatorio de la Democracia observó que los hogares 
donde se tienen grandes dificultades económicas son los de los adultos mayores (69,8%), lo que 
ratifica la situación de precariedad en la que viven mayormente esta población, respecto a otros 
grupos poblacionales. 

Frente al nivel de ingresos en el hogar, los adultos mayores pasan por situaciones económicas mucho 
más complejas que los jóvenes en sus casas: 

El mayor el porcentaje de personas mayores viven en hogares donde los ingresos son muy 
bajos. 

Los adultos de 60 años con un 58,7%, conviven en un lugar en el que los ingresos de sus 
familias no superan los $325 mil pesos/mes 

Solo el 32,2% de los adultos mayores se encuentran en un hogar en el que los ingresos son 
entre los $700 mil y $980 mil pesos/mes. 

El Observatorio de la Democracia, indica que la mayoría de los adultos mayores no tiene una actividad 
laboral que les permita tener ingresos económicos, además que con frecuencia necesitan ciertos 
cuidados que aumentan el costo de su nivel de vida. Por lo tanto, siendo ellos dependientes de sus 

27 Universidad de La Sabana, Sociedad Colombiana de Gerontología y Geriatría. 
https://www.unisabana.edu.co/nosotros/subsitios-especiales/especial-del-adulto-mayor/ 
https://seguimiento.co/colombia/para-2020-habran-mas-adultos-mayores-que-adolescentes-estudio-6539. 

28 http://www.portafolio.co/economia/adultos-mayores-del-pais-sin-pension-y-con-depresion-506860. 
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familiares pueden crear una carga económica para los mismos y si ellos son sus auto-proveedores, 
pueden no tener un cubrimiento total de sus necesidades. 

Pero no solo los adultos mayores requieren de la especial protección para mantener su vida digna. 
La relación entre la dependencia por diversos motivos incluidos la vulnerabilidad asociada con la 
edad, la enfermedad y la discapacidad, se asocian con la necesidad de contar con un cuidador 
familiar. 

Algunas cifras de estudios recientes realizados en Colombia reflejan una asociación entre la 
dependencia y la situación del cuidador familiar: 

El 29% de los cuidadores son menores de 18 o mayores de 60 y responden por sus familiares 
enfermos en lugar de recibir el apoyo socialmente esperado. 

La mayoría de los cuidadores son personas en edad productivas a quienes posiblemente esta 
situación les afecta su plan de vida. 

Los cuidadores familiares en el 67% de los casos son menores o de la misma edad de la 
persona con ECNT. 

Más de la mitad (53%) de los cuidadores familiares refieren enfermedades típicamente 
asociadas al estrés, muchas de ellas también de carácter crónico29. 

En síntesis, las personas dependientes o con limitaciones, bien sea por la vulnerabilidad asociada con 
su avanzada edad o por su condición de discapacidad o enfermedad, necesitan a un cuidador que les 
garantice la realización de las actividades de la vida diaria indispensables para su vida digna. Este 
cuidador, en la mayor parte de los casos un familiar, debe estar capacitado, acompañado y fortalecido 
para desempeñar su rol con éxito. Sin embargo, estos cuidadores no tienen, como se evidenció, un 
apoyo jurídico que reconozca y proteja sus derechos y a través de ellos, los de las personas receptoras 
de sus cuidados. 

E. ECONÓMICA 

La persona dependiente y su núcleo familiar tienen una afectación patrimonial. Por una parte, en 
algunos casos los familiares deben asumir los altos costos de tratamientos -medicamentos, 
rehabilitación- y por otra el cuidado de la misma, lo que lleva a que uno de los miembros deba 
retirarse de su empleo y por ende dejar de percibir ingresos económicos para el sustento. 

Adicional a la dependencia funcional de la persona, se agrega una dependencia económica. Puesto 
que el enfermo no se encuentra en condiciones para trabajar y su cuidador, como se señaló, debe en 
muchos casos apartarse de la actividad laboral que desempeña y dedicarse al cuidado de aquel. 

29 Chaparro L, Barrera-Ortiz L, Vargas-Rosero E, Carreño-Moreno SP. Mujeres cuidadoras familiares de personas con 
enfermedad crónica en Colombia. Rev. cienc. cuidad. 2016; 13(1): 72-86. 

En subsidios sociales, el país destina hoy en día más de la tercera parte del Presupuesto General de 
la Nación a través de 62 programas que existen actualmente para este fin, y sus beneficios llegan a 
millones de familias. 

En pensiones, el 52% de los 18 billones destinados a subsidios de pensiones, va para subsidiar 
a gente de clase media consolidada y de estrato alto. 

Las personas de clase media consolidada y con ingresos menores a 7,5 millones de pesos 
recibieron en el 2015 el 30,4% de todos los subsidios dados ese año, por encima del 
porcentaje que sumaron juntos los hogares en pobreza extrema y pobreza, que tuvieron el 
28,2%. 

Es importante resaltar que los recursos que se destinan a los subsidios sociales para 2017 ascendieron 
a 77 billones de pesos, y los más representativos son: 

Ilustración 1. Subsidios Sociales más Representativos en 2017 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación. 

En los subsidios a las pensiones, el 20% de la población de mayor ingreso recibe el 50,8% del total de 
subsidios, mientras que el 20% más bajo recibe tan solo el 4,3%. 

De acuerdo a los resultados alcanzados en la última encuesta realizada por el DANE a diciembre de 
2017, sobre el Trabajo Doméstico y de Cuidado No Remunerado (TDCNR)30, se logra determinar que 
a diciembre de 2017, se dedicaron 36.508.827 horas al mantenimiento y cuidado familiar, de las 
cuales el 78% lo realizaron las mujeres, es decir, 28,6 millones de horas y los hombres el 22% de las 
horas dedicadas. 

Actividades Hombres Mujeres Total 

Suministro de Alimentos 1.671.895 11.188.832 12.860.727 

30 Encuesta Trabajo Doméstico y de Cuidado No Remunerado (TDCNR), en aplicación a la Ley 1413 de 2010 

Actividades Hombres Mujeres Total 

Mantenimiento de vestuario 472.890 3.467.860 3.940.750 

Limpieza y mantenimiento del Hogar 2.359.191 6.679.855 9.039.046 

Compras y administración del hogar 1.723.456 2.006.968 3.730.424 

Cuidado y apoyo a personas 1.480.412 4.739.808 6.220.220 

Voluntariado 190.180 527.481 717.661 

Total 7.898.024 28.610.804 36.508.828 

Fuente: Informe Valor económico TDCNR e Indicadores de Contexto 2017 – Cuenta Satélite de 
Economía del Cuidado – DANE, agosto 2018. 

De igual manera, la encuesta de cuidado del hogar arrojó que las horas dedicadas al cuidado de 
personas asciende a 6,2 millones de horas, lo que corresponde al 17% del total de horas, de las cuales 
4,7 millones de horas al cuidado de personas lo efectúan mujeres y 1,4 millones de horas dedicadas 
al cuidado son realizadas por hombres. 

De acuerdo a lo anteriormente descrito, se puede observar que los costos que asume la familia 
colombiana por el trabajo del cuidado de la familia ascienden a $118.842 millones pesos anuales, que 
se detallan en la siguiente tabla: 

Tabla 3 Costo anual a diciembre 2017 del Cuidado de la Familia 

Actividades Hombres Mujeres Total % Concentración 
Costo Actividades 

Suministro de Alimentos 5.442,31 36.421,61 41.863,92 35% 

Limpieza y mantenimiento del Hogar 7.679,58 21.744,10 29.423,68 25% 

Cuidado y apoyo a personas 4.819,00 15.428,90 20.247,90 17% 

Mantenimiento de vestuario 1.539,34 11.288,49 12.827,83 11% 

Compras y administración del hogar 5.610,15 6.533,03 12.143,18 10% 

Voluntariado 619,07 1.717,04 2.336,11 2% 

Total 25.709 93.133 118.843 100% 

Fuente: Informe Valor económico TDCNR e Indicadores de Contexto 2017 – Cuenta Satélite de 
Economía del Cuidado – DANE, agosto 2018. 

Sin embargo, se ha señalado que además de estos costos se deben considerar aquellos que generan 
una carga mayor en el presupuesto familiar como los transportes, sobrecarga de servicios básicos 
como luz y agua, el tiempo de las personas para cuidar y desplazarse a los trámites requeridos, entre 
otros y que estos se presentan en las cinco macro regiones geográficas del país, generando para las 
familias, y en especial para el cuidador familiar, sobrecarga del cuidado31. 

III. Principios Generales Del Proyecto De Ley

Colombia como Estado Social de Derecho se fundamenta en una serie de principios que deben guiar 
tanto la acción del Estado como la de toda persona en el territorio nacional. Estos elementos 
axiológicos, que se encuentra contenidos en el Título I, artículos 1 al 10, de la Constitución, 
contemplan que Colombia es una República Unitaria “fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran (…) y en la prevalencia del interés 
general”32 y que es finalidad del Estado, entre otras, “garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución”33. Dignidad humana, trabajo, solidaridad y 
prevalencia del interés general, son por tanto inherentes al Estado Social de Derecho colombiano y 
su materialización es por ende un componente esencial de su misión. 

Esta parte de la exposición se centra en los principios de la dignidad humana y la solidaridad dado 
que son estos los que guardan mayor relación con el objeto del presente proyecto de ley. 

La Dignidad como principio rector de la Constitución Nacional y cuya exigencia moral se ha 
positivizado a través de la creación de los derechos fundamentales, faro en la aplicación de medidas 
y garantía de derechos su significado fue precisado por la Corte Constitucional mediante sentencia 
T-881 de 200234 estableciendo que, el objeto que buscaba ser protegido por los enunciados 
normativos que hablaban de la dignidad en relación con el Estado, el trabajo, la familia y la vivienda, 
corresponde a tres dimensiones inherentes a la persona natural: “la ayuda (materializada en la 
posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse según esa elección), unas condiciones de 
vida cualificadas (referidas a las circunstancias materiales necesarias para desarrollar el proyecto de 
vida) y la intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida como integridad física y espiritual, 
presupuesto para la realización del proyecto de vida)”. 

31 Unión temporal para el estudio de la Carga de la ECNT en Colombia. Universidad Nacional de Colombia, UDCA, 
Universidad de Santander, Universidad Mariana de Pasto. Informe del Costo financiero del Cuidado de las personas con 
ECNT en Colombia, COLCIENCIAS, 2015. 

32 Constitución Política de Colombia, 1991, Artículo 1. 

33 Constitución Política de Colombia, 1991, Artículo 2. 

34 Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO MONTEALEGRE LYNETT, diecisiete (17) de octubre de dos mil dos (2002). Corte 
Constitucional, Sala Séptima de Revisión. 
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Así mismo señaló la Corte la necesidad de pasar de una perspectiva esencialista de la dignidad, hacia 
una que tome en consideración sus elementos sociales, con miras a ganar en claridad, y armonizar 
su interpretación con el contenido axiológico de la constitución, apoyando así la racionalización 
normativa. Para ello, dentro del documento incluyó una aproximación funcional al enunciado 
normativo “dignidad humana” desde la cual se reconocieron tres pautas: “(i) la dignidad humana 
entendida como principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, y en este sentido 
la dignidad como valor. (ii) La dignidad humana entendida como principio constitucional. Y (iii) la 
dignidad humana entendida como derecho fundamental autónomo”35. 

Se puede decir entonces, que la dignidad humana debe ser el derrotero de la acción del Estado, la 
sociedad y la familia, que es principio guía del ordenamiento jurídico y que, en el ámbito particular, 
es un derecho y por ello cuenta con unas manifestaciones concretas en las circunstancias 
existenciales de la persona natural, que obligan su respeto y permiten su amparo. 

La Solidaridad de otro lado, respecto del principio de solidaridad la Corte Constitucional ha expresado 
en sentencia T-550 de 199436 que “Desde el punto de vista constitucional, [este] tiene el sentido de 
un deber -impuesto a toda persona por el sólo hecho de su pertenencia al conglomerado social- 
consistente en la vinculación del propio esfuerzo y actividad en beneficio o apoyo de otros asociados 
o en interés colectivo”. Este principio de solidaridad como elemento de cohesión social implica la
existencia de relaciones de cooperación mutua entre las personas en todos sus niveles de 
aglomeración, sea como familia, grupo, sociedad o Estado, lo cual facilita la protección de los 
derechos de las personas, mientras contribuye a evitar la dependencia absoluta de dichas personas 
respecto del Estado. 

En síntesis, la dignidad humana y la solidaridad son principios que orientan la acción de las personas, 
individual y colectivamente, reconocidos explícitamente dentro de las normas de carácter general y 
universal del Estado colombiano. 

IV. Fundamentos Constitucionales

Resumiendo lo visto previamente en relación con la situación de los cuidadores familiares podemos 
decir que en torno a estos se intersecan múltiples factores de riesgo social como son la pobreza, la 
predominancia de la condición de sujetos de especial protección -principalmente niños y adultos 
mayores- dentro del grupo social y, además, el hecho de ser mayoritariamente mujeres. 

Al respecto, vale la pena recordar lo contenido en el artículo 4637 superior donde se condensan 
algunos de los derechos de las personas de la tercera edad, en este se señala que “El Estado, la 
sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad 
y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria”. El Estado entonces, debe jugar un papel 
de liderazgo en la protección de los cuidadores familiares pertenecientes a la tercera edad ya que 
estos no solo se encuentran en un estado de relativa indefensión, sino que además deben velar por 

35 Ibídem. 

36 Magistrado Ponente: Dr. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, dos (2) de diciembre de mil novecientos noventa y 
cuatro (1994). Corte Constitucional, Sala Quinta de Revisión. 

37 Ley 1251 de 2008. 

otras personas de su familia que se encuentran en situación de vulnerabilidad, lo cual implica que no 
pueden encontrar en el seno del núcleo familiar la protección que requieren. Es deber del Estado dar 
iniciativa a la protección de adultos mayores en concurrencia con la sociedad, pues es el único Ente 
Administrativo que puede focalizar los recursos para esta población. 

Es importante señalar, que la protección de la niñez es exigible al Estado como lo menciona el artículo 
44 de la Constitución “Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud 
y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no 
ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de 
su opinión”. Un niño que debe encargarse del cuidado de sus familiares se ve obligado a renunciar en 
buena medida a su educación, recreación y cultura, los cuales son derechos fundamentales de este, 
es obligación del Estado evitar cualquier situación que vulnere estos o cause perjuicios irremediables 
al infante. 

Finalmente, en línea con el artículo 43 de la Constitución Política, el Estado debe garantizar la igualdad 
en derechos y oportunidades de la mujer. La labor de cuidado familiar al no ser remunerada y al ser 
efectuada principalmente por mujeres implica una desventaja para ellas en el sentido de que 
incrementa sus niveles de dependencia económica, limitando con ello el ejercicio de su autonomía 
personal. 

Por otro lado, como se mostró anteriormente, las personas cuidadoras familiares, contribuyen a la 
salvaguarda del derecho fundamental a la dignidad humana de otros sujetos de especial protección, 
ello en línea con los principios constitucionales de trabajo, dignidad humana y solidaridad. 

En este sentido, es importante señalar que el artículo 4338 superior en el cual se contempla el derecho 
a la igualdad de trato contempla que “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por 
su condición económica, física o mental se encuentran en circunstancias de debilidad”. La persona 
cuidada ha de serlo con ocasión de sus condiciones físicas y mentales lo cual a menudo confluye con 
situaciones de carencia económica. 

A su vez al cuidador de familia, como consecuencia del tener que desarrollar la labor de cuidado, 
debe asumir el costo de oportunidad de desempeñar esta tarea, ello reduce sus posibilidades de 
tener una estabilidad económica. Que esto sea así puede conducir al debilitamiento tanto físico como 
mental del cuidador -como es el caso de enfermedades asociadas al estrés entre los cuidadores que 
se mencionaron previamente-, lo cual implica una desmejora de sus derechos (esto en contravía de 
lo señalado por la Corte Constitucional en relación con el principio de solidaridad según lo cual la 
labor de cuidado familiar no puede afectar los derechos del cuidador). 

De manera que, resulta evidente la necesidad y conveniencia del apoyo estatal a estos sujetos de 
especial protección, los cuidadores de familia ancianos y niños, que se hacen cargo de otros sujetos 
de especial protección, las personas cuidadas, pero también de las personas que deben renuncia a 
su proyecto vital sin otra contraprestación que la satisfacción de saberse protectores de la dignidad 
humana pues esto materializa el espíritu que guía al estado colombiano contenido en la Constitución, 
lo cual es imperativo. 

38 Constitución Política de Colombia, Artículo 43. 

Para terminar esta parte es conveniente indicar tres cosas, por un lado, que el Estado y la ley están 
habilitados constitucionalmente para “determinar los casos en que se puedan conceder beneficios 
económicos periódicos inferiores al salario mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan 
con las condiciones requeridas para tener derecho a una pensión" aun cuando en principio ninguna 
pensión debe ser inferior a un salario mínimo, tal como se menciona en el acto legislativo 1 de 2005 
que adiciona el artículo 48 de la Constitución; que la seguridad social es un derecho de todas las  
personas y este debe ser suministrado por el Estado con función constitucional del Congreso al 
producir las leyes que materialicen la carta política y sus principios. 

A. FUNDAMENTOS LEGALES 

NORMA TÍTULO 

LEY 29 DE 1975 
(SEPTIEMBRE 25) 

Por el cual se faculta al Gobierno Nacional para establecer la 
protección a la ancianidad y se crea el Fondo Nacional de la 
Ancianidad desprotegida 

LEY 1413 DE 2010 Por medio de la cual se regula la inclusión de la economía del 
cuidado en el Sistema Nacional de Cuentas. 

DECRETO 2490 DE 2013 
Por medio del cual se crea la Comisión Intersectorial para la 
inclusión de la información sobre el trabajo no remunerado en el 
Sistema Nacional de Cuentas. 

DECRETO 2011 DE 1976 Por el cual se organiza la protección nacional a la ancianidad 

LEY 1346 DE 2009 
Por medio de la cual se aprueba la “Convención sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad”, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 13 de diciembre de 2006 

LEY 1064 DE 2006 
Por la cual se dictan normas para el apoyo y fortalecimiento de la 
educación para el trabajo y el desarrollo humano establecida como 
educación no formal en la Ley General de Educación. 

LEY 100 DE 1993 
(DICIEMBRE 23) 

Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan 
otras disposiciones 

CONPES 2722 DE 1994 Red de solidaridad social 

CONPES 2793 DE 1995 Envejecimiento y Vejez 

DECRETO 1387 DE 1995 Por el cual se modifica parcialmente el Decreto 1135 de 1994 

NORMA TÍTULO 

LEY 319 DE 1996 
(SEPTIEMBRE 20) 

Por medio de la cual se aprueba el "protocolo adicional a la 
convención americana sobre derechos humanos" en materia de 
derechos económicos, sociales y culturales "protocolo de San 
Salvador", suscrito en San Salvador el 17 de noviembre de 1988 

LEY 687 DE 2001 (AGOSTO 
15) 

Por medio de la cual se modifica la Ley 48 de 1986, que autoriza la 
emisión de una estampilla pro-dotación y funcionamiento de los 
Centros de Bienestar del Anciano, instituciones y centros de vida 
para la tercera edad, se establece su destinación y se dictan otras 
disposiciones. 

LEY 700 DE 2001 
(NOVIEMBRE 7) 

Por medio de la cual se dictan medidas tendientes a mejorar las 
condiciones de vida de los pensionados y se dictan otras 
disposiciones. 

LEY 789 DE 2002 
(DICIEMBRE 27) 

Por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la 
protección social y se modifican algunos artículos del código 
sustantivo del trabajo 

LEY 797 DE 2003 (ENERO 
29) 

Por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de 
pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan disposiciones 
sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales. 

CONPES 86 DE 2004 
(DICIEMBRE 6) 

Lineamientos para la operación del programa nacional de 
alimentación para el adulto mayor “Juan Luis Londoño de la Cuesta” 
y la selección y priorización de sus beneficiarios 

CONPES 92 DE 2005 (ABRIL 
18) 

Modificaciones a los lineamientos para la operación del programa 
nacional de alimentación para el adulto mayor “Juan Luis Londoño 
de la Cuesta” y la selección y priorización de los beneficiarios 

DECRETO 3771 DE 2007 Por el cual se reglamenta la administración y el funcionamiento del 
Fondo de Solidaridad Pensional. 

LEY 1171 DE 2007 
(DICIEMBRE 7) 

Por medio de la cual se establecen unos beneficios a las personas 
adultas mayores 

DECRETO 2060 DE 2008 Por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 40 de la Ley 1151 
de 2007 

LEY 1251 DE 2008 
(NOVIEMBRE 27) 

Por la cual se dictan normas tendientes a procurar la protección, 
promoción y defensa de los derechos de los adultos mayores 



Gaceta del Congreso  1227 Jueves, 16 de septiembre de 2021 Página 29

NORMA TÍTULO 

LEY 1276 DE 2009 (ENERO 
5) 

A través de la cual se modifica la Ley 687 del 15 de agosto de 2001 
y se establecen nuevos criterios de atención integral del adulto 
mayor en los centros vida. 

RESOLUCIÓN 2020 DE 2009 
(JUNIO 12) 

Por la cual se reglamentan los Decretos 2060 de 2008 y 1800 de 
2009. 

LEY 1315 DE 2009 (JULIO 
13) 

Por medio de la cual se establecen condiciones mínimas que 
dignifiquen la estadía de los adultos mayores en los centros de 
protección, centros de día e instituciones de atención. 

LEY 1328 DE 2009 (JULIO 
15) 

Por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del 
mercado de valores y otras disposiciones. 

DECRETO 345 DE 2010 Por medio del cual se adopta la Política Pública Social para el 
Envejecimiento y la Vejez en el Distrito Capital 

CONPES 156 DE 2012 Diseño e implementación de los beneficios económicos periódicos 
(BEPS) 

LEY 1580 DE 2012 Por la cual se crea la pensión familiar. 

RESOLUCIÓN 0125 DE 2013 Colombia mayor, programa de solidaridad con el adulto mayor 

DECRETO 1542 DE 2013 Por el cual se modifica parcialmente el Decreto número 3771 de 
2007 

CONPES 166 DE 2013 Política nacional de discapacidad e inclusión social 

LEY ESTATUTARIA 1751 DE 
2015 

Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y 
se dictan otras disposiciones. 

B. TRATADOS INTERNACIONALES RATIFICADOS POR COLOMBIA 

Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) 

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) es la norma base y fundamental 
de los sistemas normativos de todo el mundo, pues en la misma se encuentran consagrados 
todos los derechos, obligaciones, garantías y libertades de todos los seres humanos 
considerados como los anhelos más valiosos de la misma para poder desarrollar el potencial 
humano. 

Artículo 22 (Derecho a la seguridad social), al igual que el Articulo 25, numeral 1 (Derecho a 
un nivel de vida adecuado). 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) 

Se realizó la Observación General No. 6 por parte del Comité́ de los Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales – en adelante C.E.S.C.R. - en el cual se plantea la diversidad conceptual 
sobre dicha población a lo que la misma observación hace referencia, entre los conceptos 
pueden encontrarse el de personas mayores, personas de edad avanzada, personas de más 
edad, tercera edad, ancianos y cuarta edad para los mayores de 80 unos (Comité́ de Los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1995. p. 3) 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (ONU – 2008) 

La Convención se concibió como un instrumento de derechos humanos con una dimensión 
explícita de desarrollo social. En ella se adopta un concepto ampliado de la discapacidad y se 
reafirma que todas las personas con todos los tipos de discapacidad deben poder gozar de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales. 

El propósito de la Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en 
condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por 
todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. 

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, 
intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan 
impedir su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 
demás. 

Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento - Plan de Acción Internacional sobre el Envejecimiento 
(1982) 

Los gobiernos deberán tomas las medidas necesarias para garantizar a todas las personas de 
edad un nivel mínimo de recursos adecuados, y desarrollar la economía nacional en beneficio 
de toda la población. 

Declaración Política y Plan De Acción Internacional De Madrid Sobre El Envejecimiento (2002) 

La pobreza en las personas adultas mayores representa una de las mayores dificultades a 
enfrentar y el objetivo es la eliminación de dicha condición socio-económica limitante de 
cualquier tipo de derechos a los cuales podría acceder la persona y ello solo puede ser 
logrado con la participación plena y eficaz en la vida económica, política y social de aquellas. 

La salud y la seguridad social juegan un papel predominante pues hacen parte del bienestar 
y de la vida digna, es más son cruciales para el desarrollo de cualquier otro derecho pues su 
objetivo es la preservación de la vida misma sin la cual, por obvias razones, no existiría el 
derecho. 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador" (1988) 

Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. “Toda persona tiene derecho a la seguridad social 
que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite 
física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa (…)”. 

Artículo 17. Protección de los Ancianos. “Toda persona tiene derecho a protección especial 
durante su ancianidad. En tal cometido, los Estados partes se comprometen a adoptar de 
manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica (…)”. 

Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad (resolución 46/91) el 16 de 
diciembre de 1991: 

▪ Independencia

Tener acceso a alimentación, agua, vivienda, vestimenta y atención de salud adecuados, 
mediante ingresos, apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia; 

Tener la oportunidad de trabajar o de tener acceso a otras posibilidades de obtener ingresos; 

Tener la posibilidad de vivir en entornos seguros y adaptables a sus preferencias personales 
y a sus capacidades en continuo cambio; 

▪ Cuidados

Tener acceso a servicios sociales y jurídicos que les aseguren mayores niveles de autonomía, 
protección y cuidado; 

Tener acceso a medios apropiados de atención institucional que les proporcionen 
protección, rehabilitación y estímulo social y mental en un entorno humano y seguro; 

Poder disfrutar de sus derechos humanos y libertades fundamentales cuando residan en 
hogares o instituciones donde se les brinden cuidados o tratamiento, con pleno respeto de 
su dignidad, creencias, necesidades e intimidad, así como de su derecho a adoptar decisiones 
sobre su cuidado y sobre la calidad de su vida. 

▪ Dignidad

Poder vivir con dignidad y seguridad y verse libres de explotaciones y de malos tratos físicos 
o mentales;

Recibir un trato digno, independientemente de la edad, sexo, raza o procedencia étnica, 
discapacidad u otras condiciones, y han de ser valoradas independientemente de su 
contribución económica. 

C. CASOS INTERNACIONALES 

En algunos países de América Latina y Europa existen normatividad tendiente a garantizar el derecho 
a la seguridad social; se ha regulado la dependencia de personas que por padecer enfermedades 
crónicas degenerativas o por razón de edad, se hallan limitadas para realizar sus propias necesidades 
básicas diarias. Para brindar mayores y mejores elementos al actual proyecto de ley, estas 
normatividades serán referentes válidos para que desde el congreso de la República de Colombia se 
avance en garantizar los derechos humanos del cuidador familiar y de la persona dependiente. 

Caso Chile39: 

La Ley 20.255 de marzo de 2008, crea el sistema de pensiones solidarias de vejez e invalidez, el cual 
permite a quienes no tienen derecho a una pensión en algún régimen previsional acceder a un monto 
de 107.304 pesos. Éste se reajustará de forma anual automáticamente, de acuerdo a la variación del 
Índice de Precios al Consumidor (IPC). 

Este beneficio está dirigido a personas que, al momento de presentar la solicitud, tengan 65 años 
como edad mínima; personas sin derecho a recibir pensión, ya sea en calidad de titular o como 
beneficiario de pensión de sobrevivencia; personas que integren un grupo familiar perteneciente al 
60% de la población más pobre según Puntaje Focalización Previsional y otras dos características que 
no son adaptables para la justificación de este proyecto. 

Adicionalmente, se evidencia la existencia de un Programa de Apoyo al Cuidado de Personas 
Postradas de toda edad, con discapacidad severa o pérdida de autonomía. El cual expresa 
características esenciales para reconocer a la persona postrada, las cuales son: requerimiento de 
apoyo, guía y supervisión total en actividades de la vida diaria como lo son: bañarse, vestirse, usar el 
inodoro, trasladarse, continencia de esfínteres y alimentarse. 

Caso Argentina40: 

Este país cuenta con la pensión no contributiva - prestación por vejez la cual está destinada a 
personas mayores de 70 años, que estén en situación de vulnerabilidad social sin cobertura 

39 Fuente: Pagina web https://www.chileatiende.gob.cl/fichas/5270-pension-basica-solidaria-de-vejez-pbsv 

40 Fuente: https://www.anses.gob.ar/prestaciones/pension-no-contributiva-prestacion-por-vejez/ 
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previsional o no contributiva. El monto es equivalente al 70% de un haber mínimo41, es decir, 
$701.000 pesos colombianos, lo que corresponde al 90% del SMMLV en Colombia. 

Caso Uruguay: 

Este país cuenta con la Ley 6.874 del 11 de febrero de 1919. La cual aprueba el programa de 
prestaciones no contributivas y es un recurso económico sujeto a un derecho, pero teniendo en 
cuenta que la persona cumpla con los parámetros establecidos para acceder y mantenerlo. 

En el 2015 se creó la Ley 19353 del 27 de noviembre42 que establece el Sistema Nacional Integrado 
de cuidados43 y estructura los servicios, programas y subsidios del mismo, a fin de que constituyan 
un modelo solidario y corresponsable entre familias, Estado, comunidad y mercado (Art. 1). En este 
sistema están involucradas las personas en situación de dependencia (niños y niñas hasta los 12 años, 
personas con discapacidad y personas mayores de 65 años que carecen de autonomía para el 
desarrollo de actividades de la vida diaria) y por otro lado quienes prestan servicios de cuidado. Se 
establecen también los niveles de dependencia y los instrumentos para valorarla. 

En cuanto a los beneficios se encuentra un subsidio para cuidados que constituyen una prestación 
económica destinada a facilitar el acceso a los cuidados, cubriendo el costo total o parcial de los 
mismos. Entre los cuidados en el domicilio están asistentes personales (cuidadores informales 
remunerados o no) para cuidados de larga duración y transitorios, entre otros. Algo novedoso es que 
incluye cuidados a distancia con tele asistencia. Otro beneficio que contempla esta legislación es la 
licencia para cuidado de familiares en situación de dependencia. 

El sistema se regula a través de una Secretaría Nacional de cuidados y el Registro Nacional de 
Cuidados a fin de implementar y supervisar los servicios, programa y prestaciones del Sistema 
Nacional Integrado de cuidado. 

En este sistema un actor clave es el Cuidador, el cual a través del sistema accede a una oferta de 
formación que garantiza la calidad de los servicios para la población en situación de dependencia, 
favoreciendo la construcción de trayectorias educativas para quienes se desempeñan en el sector. 

Caso España: 

Según la legislación española, la dependencia “es un estado de carácter permanente de las personas 
que, por razones derivadas de la edad, la enfermedad, o la discapacidad, y ligadas a la falta de 
autonomía, física, mental, intelectual o sensorial, precisan de la atención de otras personas o ayudas  

41 Fuente: El Salario Mínimo Mensual en Argentina para 2018 es de 9.500 pesos argentinos lo que equivale a 1.001.473 
pesos colombianos. Link: https://www.datosmacro.com/smi/argentina 

42 Disponible en: 
http://www.ilo.org/dyn/natlex/docs/ELECTRONIC/101553/122406/F841410963/LEY%2019353%20URUGUAY.pdf 

43 Consultar en http://www.sistemadecuidados.gub.uy/ 

importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria o, en el caso de las personas con  
discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros apoyos para su autonomía personal”44. 

Adicionalmente, la ley 39 de 2006 la cual regula la promoción de la autonomía personal y atención a 
las personas en situación de DEPENDENCIA y establece los siguientes niveles de dependencia: 

Grado I. Es dependencia moderada, ya que la persona necesita ayuda para realizar algunas 
actividades básicas de la vida diaria o tiene necesidades de apoyo intermitente o limitado 
para su autonomía personal. 

Grado II. Es dependencia severa cuando la persona necesita ayuda dos o tres veces al día 
para realizar varias actividades básicas de la vida diaria, pero no requiere el apoyo 
permanente de un cuidador. 

Grado III. Es de gran dependencia cuando la persona necesita ayuda para realizar varias 
actividades básicas de la vida diaria varias veces al día y, por su pérdida total de autonomía 
física, mental, intelectual o sensorial, necesita apoyo indispensable y continúo de otra 
persona o tiene necesidades de apoyo generalizado para su autonomía personal. 

Caso Alemania 

Se ha consagrado los siguientes niveles asistenciales en la Ley de Seguro de Dependencia de 1.995: 

Nivel asistencial I: Todas aquellas personas que precisen al menos dos actividades en una o 
más de las siguientes áreas de ayuda, al menos una vez al día: aseo corporal, alimentación o 
movilidad. Deberán necesitar ayuda para las tareas domésticas varias veces a la semana, al 
menos 45 minutos de asistencia en los cuidados básicos. 

Nivel asistencial II: Todas aquellas personas que precisen al menos tres veces al día cuidados 
asistenciales para su aseo corporal, alimentación o movilidad a diferentes horas del día, 
además deberán necesitar ayuda varias veces a la semana para realizar sus tareas 
domésticas. El volumen de cuidados asistenciales por día no podrá ser inferior a las tres 
horas, debiendo recaer al menos dos horas en los cuidados básicos. 

Nivel Asistencial III: Todas aquellas personas que precisen de cuidados asistenciales para su 
aseo corporal, alimentación o movilidad las 24 horas del día; además de precisar ayuda varias 
veces a la semana para sus tareas domésticas. El volumen de los cuidados asistenciales no 
podrá ser inferior a 5 horas diarias debiendo recaer en los cuidados básicos, al menos 4 horas. 

Nivel de Extrema gravedad: Los seguros de enfermedad podrán reconocer la condición de 
extrema gravedad a todas aquellas personas con un nivel asistencial III que precisen de 
cuidados asistenciales más amplios que los provistos por el nivel asistencial III. 

44 Artículo 2. Ley 39 de 2006 “De Promoción a la Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de 
Dependencia”. España 

D. JURISPRUDENCIA 

“La jurisprudencia constitucional derecho a la vida éste no hace relación exclusivamente a la vida 
biológica, sino que abarca también las condiciones de vida correspondientes a la dignidad intrínseca 
del ser humano. Ha tratado entonces del derecho a la vida digna, y se ha referido al sustrato mínimo 
de condiciones materiales de existencia, acordes con el merecimiento humano, llamándolo mínimo 
vital de subsistencia”45 

El ser humano,(...)necesita mantener ciertos niveles de salud para sobrevivir y desempeñarse, de 
modo que, cuando la presencia de ciertas anomalías orgánicas, aun cuando no tengan el carácter de 
enfermedad, afectan esos niveles, alterando sensiblemente la calidad de vida, resulta válido pensar 
que esa persona tiene derecho a abrigar esperanzas de recuperación, a procurar alivio a sus 
dolencias, a buscar, por los medios posibles, la posibilidad de una vida mejor, que no obstante las 
dolencias, pueda llevarse con dignidad46. 

Una persona enferma, con capacidades físicas o mentales disminuidas por factores personales o 
externos, sin pleno uso de sus funciones y, por lo tanto, sin posibilidad de valerse por sí misma, es 
una persona con menos autonomía. Para recuperar sus capacidades generalmente requiere de 
atención y protección, temporal o definitiva, bien sea por parte de la familia, de la comunidad o del 
Estado. 

La solidaridad como fundamento de la organización política se traduce en “la exigencia dirigida 
principalmente al Estado, pero también a los particulares, de intervenir a favor de los más 
desventajados de la sociedad cuando éstos no pueden ayudarse a sí mismos. 

Así, mientras el Congreso, (…) no establezca lo contrario, es el Estado – con cargo a los recursos 
tributarios y no tributarios – el llamado a asumir las cargas positivas necesarias para impedir que la 
persona humana sea despojada, por las circunstancias en que se halla, de su dignidad y sus derechos 
fundamentales.  

La responsabilidad que le cabe a las autoridades públicas en la ejecución de sus servicios sociales es 
máxima, dado que mientras el legislador no distribuya las cargas sociales de manera razonable entre 
el Estado y las organizaciones e instituciones sociales, el Estado no puede disculpar su inacción en que 
otros deben hacer lo que el legislador democrático no les ha asignado.” 

Sobre las prestaciones: las personas de la tercera edad: “los servicios de la seguridad social integral y 
el subsidio alimentario en caso de indigencia (art. 46 inc. 2 C.P.) “frente a los discapacitados físicos, 
sensoriales y psíquicos, el Estado está obligado a adelantar una política de previsión, rehabilitación e 
integración social, de forma que se les preste la atención especializada que ellos requieren (art. 47 
C.P.)”. 

45 Sentencia SU-062 de 1999. Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA. Cuatro (4) de febrero de mil novecientos 
noventa y nueve (1999). Corte Constitucional, Sala Plena. 

46 Sentencia T-224 de 1997, M.P. Carlos Gaviria Díaz, reiterada en T-099 de 1999, M.P. Alfredo Beltrán Sierra, 
T-722 de 2001 y T-175 de 2002, M. P. Rodrigo Escobar Gil. Corte Constitucional. 

V. Impacto Fiscal

En cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, referente al análisis del impacto fiscal de las 
normas, de forma clara y explícita justifica que las disposiciones contenidas en el proyecto de ley son 
compatibles con el Marco Fiscal de Mediano Plazo, en la medida que los recursos que dispone la ley 
ya hacen parte del sistema y se emplearán en el mismo.

En concordancia con el artículo 2, literal I, de la Ley 797 de 2003 que a la letra dice: “El fondo de 
solidaridad pensional estará destinado a ampliar la cobertura mediante el subsidio a los grupos de 
población que, por sus características y condiciones socioeconómicas, no tienen acceso a los sistemas 
de seguridad social, tales como trabajadores independientes o desempleados, artistas, deportistas, 
madres comunitarias y discapacitados. Créase una subcuenta de subsistencia del Fondo de 
Solidaridad Pensional, destinado a la protección de las personas en estado de indigencia o de pobreza 
extrema, mediante un subsidio económico, cuyo origen, monto y regulación se establece en esta ley…”

Así mismo, y en virtud de los estipulado por la Ley 361 de 1997 que en su artículo 4 expresa: “Las 
ramas del poder público pondrán a disposición todos los recursos necesarios para el ejercicio de los 
derechos a que se refiere el artículo 1o. de la presente Ley, siendo obligación ineludible del Estado la 
prevención, los cuidados médicos y psicológicos, la habilitación y la rehabilitación adecuadas, la 
educación apropiada, la orientación, la integración laboral, la garantía de los derechos fundamentales 
económicos, culturales y sociales”. El Estado deberá concurrir a la financiación de este proyecto de 
ley.
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PROYECTO DE LEY No. DE 20120 SENADO: 

“Por el cual se garantizan los derechos de los CUIDADORES FAMILIARES de personas 
DEPENDIENTES, y se dictan otras disposiciones”. 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto reconocer y garantizar los derechos que tienen 
los cuidadores familiares de las personas que dependen de ellos por su situación física, mental, social, 
intelectual, sensorial o su vulnerabilidad asociada con la edad, para realizar las actividades esenciales 
de su vida diaria. 

Artículo 2º. Cuidador Familiar. Se entenderá como cuidador familiar al cónyuge, compañero 
permanente de la persona dependiente o a quien, teniendo un parentesco hasta el tercer grado de 
consanguinidad, tercero de afinidad o primero civil con la misma, demuestre que es la persona 
responsable de los cuidados y ayuda permanente para las actividades de la vida diaria, sin recibir una 
contraprestación económica por su asistencia. 

Parágrafo. Para efectos de la protección derivada de la presente ley no se podrá reconocer más de 
un cuidador por persona dependiente. 

Artículo 3°. Persona dependiente. Para efectos de la presente ley se entenderá como persona 
dependiente, aquella persona que se encuentra limitada en su autonomía e independencia y, por 
tanto, necesita del apoyo de otra persona para la realización de sus actividades esenciales de la vida 
diaria. La dependencia puede presentarse en diferentes grados: leve, moderada o severa. 

Parágrafo. Para determinar el nivel de la dependencia, será necesario el diagnóstico realizado por el 
médico tratante o el profesional de la salud asignado para tal efecto dentro del respectivo régimen 
de salud al que se encuentre afiliado. Todas las Empresas Promotoras de Salud (EPS) del régimen 
contributivo y/o subsidiado, deberán garantizar el acceso a la evaluación indicada en el presente 
artículo. 

Artículo 4º. Autonomía y vida digna. Para efectos de la presente ley se entenderá como autonomía, 
la capacidad de tomar decisiones de acuerdo con las posibilidades y vida digna, la condición que 
garantiza el ejercicio de los derechos humanos que incluyen la completa satisfacción de las 
necesidades básicas. 

Artículo 5°. Sistema de Información de Cuidador Familiar – SICF: El Ministerio de Salud y Protección 
Social creará el Sistema de Información de Cuidador Familiar – SICF, a través del cual se identificará 
el cuidador familiar de la persona dependiente, el lugar de residencia, tipo y grado de dependencia 
del receptor del cuidado, entre otra información relevante, con el fin de que éstos puedan acceder a 
los programas sociales del Estado. 

Parágrafo: El proceso de verificación del cuidador familiar de la persona dependiente, se realizará a 
través del sistema de información de atención de las EPS del sistema contributivo y/o subsidiado. 

Artículo 6º. Derechos del cuidador familiar. El Sistema de Salud en el cual se encuentre inscrito el 
cuidador familiar de la persona dependiente le garantizará acceso gratuito a una capacitación y 
seguimiento dentro de los programas de promoción y prevención que fortalezca de manera 
permanente su competencia de cuidado; así como el apoyo instrumental, emocional, social y 
espiritual que requiera para garantizarla. Para efecto del presente artículo se entenderá lo siguiente: 

Competencia de Cuidado del Cuidador Familiar: Es la capacidad, habilidad y preparación que
tiene un cuidador familiar, para ejercer su rol y labor de cuidar en la cotidianidad,
garantizando el derecho a la autonomía y a la vida digna, de su familiar dependiente.

Apoyo Instrumental: Garantizar el acceso a elementos, medios y mecanismos que
proporcionen bienestar de la persona dependiente bajo solicitud expresa del médico
tratante y aprobación del SICF.

Apoyo Psicosocial y/o Espiritual: Garantizar el acceso a programas de apoyo psicosocial y
espiritual que respalden el rol del cuidador familiar y faciliten el enfrentamiento de temores
o retos asociados con su función.

Artículo 7º. Derechos en salud del cuidador familiar. El cuidador familiar que por sus propios ingresos 
no tenga acceso al sistema contributivo en salud como cotizante, tendrá prelación para su inscripción 
en el sistema subsidiado de salud. En el caso de que la persona dependiente pertenezca al sistema 
contributivo en salud como cotizante y así tenga inscritos beneficiarios mayores de edad, como 
cónyuge, compañero permanente, padres o hijos estudiantes, podrá inscribir como beneficiario a su 
cuidador familiar quedando esté, exento del pago de UPC. 

Artículo 8º. Beneficio económico. En el evento en que el cuidador familiar resida en la zona urbana o 
rural de cualquier municipio no sea pensionado, no cotice al Sistema de Pensiones y no cuente con 
un ingreso mínimo vital, tendrá derecho a ser priorizado y beneficiario del programa Ingreso Solidario 
creado mediante el Decreto Legislativo 518 de 2020. 

Artículo 9º. Prioridad en los programas sociales del Estado y flexibilidad en horario laboral. Cuando 
el cuidador familiar y la persona con dependencia no tengan ingresos propios, se garantizará la 
prelación de éstos para ser inscritos en los programas sociales del Estado. Cuando el cuidador familiar 
trabaje teniendo que cumplir un horario laboral, tendrá derecho, previa certificación de su condición, 
a contar con flexibilidad en dicho horario de manera que se permita y favorezca el cuidado del familiar 
dependiente. 

Artículo 10º. Ampliación del Plan Obligatorio de Salud – POS para la protección de las personas 
dependientes. El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, o quien haga sus veces, incluirá en 
el régimen contributivo como en el régimen subsidiado, los insumos y elementos de carácter clínico, 
psicosocial, familiar, atención primaria en salud, entre otras, que posibiliten un mejor desarrollo de 
las actividades del cuidador familiar, respecto al apoyo que deben prestar a las personas con 
dependencia. 

Artículo 11º. Capacitación del talento humano en salud. El Ministerio de Educación y el Ministerio de 
Salud y Protección Social, conjuntamente con las Instituciones de Educación Superior, deberán 
desarrollar programas que fortalezcan la capacidad del talento humano en salud frente a la atención 

del cuidador familiar de la persona dependiente y de su cuidador familiar que debe incluir criterios
para la delegación de las responsabilidades de cuidado, según su capacidad.

Parágrafo: Los procesos de capacitación orientados al fortalecimiento de las competencias de 
cuidado del cuidador familiar que adelanten las Instituciones de Educación Superior se 
implementarán de acuerdo a lo establecido en la Ley 1064 de 2006. Los cuidadores que realicen estos 
programas de capacitación recibirán una certificación que deberá registrarse en el Sistema de 
información de Cuidadores Familiares – SICF, como requisito para acceder a los derechos 
consagrados en la presente ley.

Artículo 12º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su publicación y deroga las normas que le sean 
contrarias.
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